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Me d¡rUo a irsted respetuosamente, en atenc¡ón al nombramiento de fecha 18 de julio de 2011, a

través del cual se me otorga la facultad para que en mi calidad de Asesor de Tesis pueda real¡zar

modif¡caciones de forma o de fondo en eltrabajo de investigación denominado: "LA NECESIDAD D€

ESTABLECER MEDIDAS SOCIOAMBIENTATES COMO PARTE DE LAS REGLAS O ABSTENCIONES Y LA

NECESIDAD DE REFORMAR EL ARTíCULO 25 8IS DEL CÓDI6O PROCESAL PENAI. DECRETO 51-92",

presentado por la estudiante Karen Julissa Romero Hernández, de conformidad con el contenido del

ArtícLrlo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias lurídicas y

sociales y del Examen General Públ¡co, informando lo siguiente:

a) Durante la revisión del trabajo desarrollado, se discutió e1 conten¡do con la autorar

realizando un análisis exhaustivo a través del cualse determinó que elcontenido científico V

técnico de la tesis, fue el resultado de la obtenc¡ón de información necesaria, precisa y

objetiva, determinando los puntos en los que se hizo necesario mejorar la comprensión del

tema desarrollado, para lo que fue necesario realizar los cambios y correcciones pertinentes.

b) El contenido científico y técnico de la tesis abarca consideraciones doctriñar¡as y legales,

específicamente en materia procesal penal, pues el objetivo de la investigación deriva de la

violación a derechos fundamentales que denotan que en la legislación guatema{teca no se

encuentra ampliar¡ente desarrol ado el Derecho Penal Ambiental.

c) ta metodolo€ía y técnicas empleadas en la investigación permitieron desplazar

conocim¡ento en relación a lo establecido en la legislación nacional respecto de

el
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d)

contenido en la doctrina, de forma analitica y sintética, permitiendo descubrir la esencia del

problema y la necesidad de su adecuación jurídica legal.

[a estructura formal del contenido de la tesis está conformada por cinco capitulos, que

contienen toda la informac¡ón en orden lógico, y refleja una redacción clara y precisa, con

una ortografía y gramática adecuada, según lo establecido por la Real Academia de la

Lengua Española.

La contribución científica del presente trabajo es en materia procesal penal, aportando un

anál¡sis jurídico y doctrinario relacionado con la importancia de regular las formas de reparar

el daño causado en el caso de los delitos ambientales, situación que conlleva a la necesrd¿d

de establecer medidas socioambientales como parte de las reglas o abstenc¡ones y la

necesidad de reformar el Artículo 25 bis del Código Procesal Penal, Decreto 51-92, del

Congreso de la República de Guatemala.

Las conclusiones y recomendaciones que derivan del trabajo desarrollado, se determinaron

en base al anál¡sís del contenido de la investigación, quedando debidamente

fundamentadas, pues las rnismas obedecen a una realidad jurídica en materia procesal

penal, permitiendo comprobar la hipótesis planteada.

e)

g) ta bibliografía ut'lizada para la investigac¡ón, fue amplia y adecuada en relación al terna

elaborado, facilitando el desarrollo del mismo para la presentación del informe final de tesis.

En base al análisis relacionado y con la calidad que se me confiere emito la siguiente opinión: resulta

procedente dar el presente DICTAMEN FAVORABTE, aprobando el trabajo de tesis asesorado.

mTütlo sltum uRll|fi
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CARLOS ANTU
COLEG

Atentamente,
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Licenciado
Carlos l\,4anuel Castro Monroy
Jefe de la Un¡dad de Asesoría de tesis
Universidad de San Carlos de Guatemala

L¡cenc¡ado Castro lvlonroy:
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De conformidad con el nombramiento de fecha 22 de sept¡embre de 2011, a través del

cual me faculta para revisar el trabajo de tesis de la estudiante KAREN JULISSA

ROIV]ERO HERNÁNDEZ, iNtituiAdo: "LA NECESIDAD DE ESTABLECER MEDIDAS

SOCIOAMBIENTALES COMO PARTE DE LAS REGLAS O ABSTENCIONES Y LA

NECESIDAD DE REFORMAR EL ARTíCULO 25 BIS DEL CóDIGO PROCESAL

PENAL, DECRETO 51-92" y rcalizat las modif¡caciones de forma y fondo que tengan

por objeto mejorar la ¡nvestigación y as¡mismo el título de irabajo de tesis, procedo a

informar m¡ cometido y oportunamente em¡tir d¡ctamen, de acuerdo a las siguientes

observac¡ones:

a) Durante la revisión del fabajo desarrollado, se pudo constalar que la estud¡ante

tuvo a bien utilizar los métodos de investigación pertinentes, dando a la tesis un

contenido científico y técnico de pr¡nc¡pio a fin, señalando algunas mod¡ficaciones

que se estimaron pertinentes.

b) La metodología de ¡nvestigación que se utilizó fue la recopilación de datos y el

método histórico que perm¡te obtener las evidencias e incidencias del tema

investigado así como el inductivo-deductivo, y las técnicas empleadas fueron la

bibliográfica, el aná¡isis analít¡co y descript¡vo.

c) La redacc¡ón es adecuada, verificando que en el trascurso del trabajo de tesiF

utilizó el lenguaje adecuado y sobre todo técnico que impl¡ca la realizac¡ón de esta

invest¡gación.

d) La contr¡bución cientifica del trabajo de tes¡s desarrollado en material procesal

penal, aporta un análisis juríd¡co y doctrinar¡o exhaustivo sobre Ia necesidad de

E CIENC
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establecer medidas socio ambientales como parte de las reglas o abstenciones y la

necesidad de reformar el artículo 25 bis del código procesal penal, decreto 51-92,

del Congreso de la República de Guatemala.

e) En lo peñ¡nente a las conclusiones y recomendaciones del trabajo de tesis, se le

hizo saber a la estudiante, la imporlanc¡a y necesidad de redactarlas de forma

siniét¡ca, existiendo relac¡ón entre las conclusiones y recomendaciones der¡vadas

del conten¡do de la investigación.

f) La bibliografia que se utilizó fue la adecuada y la pert¡nente que permitió la

obtención, fundamentación y explicación de cada uno de los capítulos integrantes,

buscándose apoyo en las fuentes electrónicas como bib¡iotecarias, siendo de gran

importancia las nacionales y sobre todo las internacionales que fueron de gran

ayuda en Ia elaboración de esta investigac¡ón.

En virtud de haber apreciado el cumplimiento de las correcciones, modificaciones y

recomendac¡ones tanto de fondo como de forma, que se estimaron necesarias para el

trabajo de investigación desarrollado, y según lo establecido en el Artículo 32 del

Normativo para Elaboración de fesls de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y
Sociales y del Examen General Público, opino que el contenido científico y técnico,

los métodos y técnicas de investigación, su contribución científica, sus conclusiones y

recomendaciones y ¡a bibliografía relacionada, son adecuadas, congruentes y

oportunas, cumpliendo sat¡sfactoriamente con lo establecido en el Normativo antes

citado, por lo que me resulta procedente aprobar el presente trabajo de investigación de

Tesis otorgando el presente DICTAMEN FAVORABLE, aprobando el trabajo de tesis

revisado; para que pueda ser sustentado en examen público de tesis.

Atentamente,

lU*eu"'"[*"
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IV].A. CORALIA CARMINA CO
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Boulevord Sur 1-025, Residenc¡oles El Pedreqol del No ro nja, Zono 4 cle M¡xco, Gúdtenold. felefóno 2437422A



MUSAC
W,X***..,.,¡"X*

r¡.!Lra0 Dr crE¡cras ruRlo¡cN y tocrarrs

Edrfic¡o s-7 crudad

Con vista en lo5 dLcláñenes que anteceden. se 3[:o: z? ]¿ lmpresió¡ del lrabajo de iesrs de la

estldlante KAREN JULISSA RO¡,IERO HERNANDEZ htulado LA NECESIDAD DE

ESTABLECER ]\4EDIDAS SOCIOA]\4BIENTALES COfu1O PARÍE DE LAS REGLAS O

AB5' J\ IOI\ES \ _A NECES]LAL DE REI-ORI"IAP :, ARIICL.O 25 BIS DE. CODGO

pROCESAL PENAL, DECRETO 51 92. Artíclrcs: 31 33 y 34 del Norrnat¡'/o para la

glabóración de Iess de L.enclalüra en Ciencias Juridcas y Socrales y del Examen C;(ineral

Púb rco

DECANATO DE LA FACULfAb DÉ CLLNCIAS .lURlDlCAs Y SOCIALES. Oualemola.20 de
ju¡ o de 2013

C l¡ C [,4/s llh

w -f$tr*?"h
!!t ,.-,¡* -qg
Fa 

-._.--.---- 
ei,,

k"*,, " )

á;tr:s"*,15¡{i -....._-- e;i6 secmrmn IB"^z :P
{_ a,¡

k".o.")
q"^*4



A DIOS:

A MIS PADRES:

A MIS HERMANOS:

DEDICATORIA

Todopoderoso quien me dio la vida, por haberme dado

la oportun¡dad, el conocim¡ento y la paciencia para

alcanzar este objet¡vo.

Walter Alfredo Romero y Edelmira Hernández de

Romero, los ángeles de mi vida, por su amor y apoyo

incondicional. por su comprens¡ón y por ser inspjración

y ejemplo para mi v¡da y continua superación.

Con cariño y amor especial, por seguir de cerca mis

estudios.

A qu¡enes les deseo todo el éx¡to del mundo.

La Universidad de San Carlos de Guatemala, por

haberme abierto las puedas de tan respetable casa de

estud¡os, en la Facultad de Ciencias Jurídicas y

Sociales.

A MIS AMIGOS Y AMIGAS: Por lodos los momentos que compartimos juntos.

A MIS COMPAÑEROS:

A:



ffi
Pás.

INDICE

CAPITULO I

1. El derecho penal ambiental...

1.2 Definición de med¡o ambiente y derecho penal ambiental

crpírulo l
Las medidas desjudicializadoras y su ¡nc¡dencia negativa en el caso de

1.1 Anlecedentes.

1

1

2.

los del¡tos amb¡entales.

2.1 Las medidas desjud¡cializadoras en el Código Procesal Penal..

19

'19

212.2 Los mecanismos de desjudicializac¡ón. .. .. . ... ... ... ... ...

2.2.1 Criterio de oportunidad............... 25

2.2.2oonceplodecriteriodeoportunidad......................... 26

2.2.3 Objetivo........ 27

2.2.4 Requ¡sitos..... 27

2.2.sÓrganos competentes................ 29

2.2.6 Legislación... . 30

2.3 Procedimiento para aplicar el criterio de oportunidad conforme la

legislación.. . .. . ... ... 32

2.3.1 Función del l\¡¡nisterio Púb¡ico... 33

c¡pírulo u
3. Los del¡tos ambientales y la necesidad de que se incluyan las medidas

socioambientales como pafte de las reglas o abstenciones........................... 39

3.1 Delitos ambienta1es..................... 39

3.2 Las reglas o abstenciones del criterio de oportunidad..... ...... ................. 46



é-*'LD.aw
Pá9.

3.3 Las med¡das soc¡oamb¡entales...... .............................. 49

3.4 Análisis de legislación comparada........... ........... .. .. 58

3.4.1 RepúblicadeEcuador............... ...................... 58

3.4.2 RepúblicadeVenezuela............ .. . ... . ......... 62

cAPíTuLo rv

4. Las medidas socioamb¡entales y la necesidad de que se establezcan como

reglas o abstenc¡ones en el Artículo 25 Bis del Código Procesal Penal, Decreto

51-92 del Congreso de la República de Guatemala, en el caso de los delitos

ambientales.......... 81

4.1 Presentación deltrabajo de campo..

4.2 El daño ocasionado al med¡o ambiente en la comisión de los delitos

ambientales y el impacto de la aplicación del criterio de oportunidad...... .. 89

4.2.1 La reparación a la soc¡edad guatemalteca.......... . ... 90

4.3 Bases para una propuesta de reforma del Artículo 25 Bis del Código

Procesal Penal, Decreto 51-92 de¡ Congreso de la República de

Guatemala........... 92

coNcLUstoNEs.. 95

RECOMENDAC|ONES...................... .............................. 97

ANEXOS.............. 99

BtBLtocRAFíA..... ............................... 103



,dDr,^
/.r + -%"¡\

/9{u;;iÉ)
Yjr-¡+
\t!,,.t /

tNTFoDUcctóN

El presente trabajo se realiza con el propósito de analizar el tema del medio ambiente y

la relación que tiene con el derecho penal, part¡endo de Ios elementos constitutivos

bás¡cos o esenciales para un complejo equil¡brio de los recursos naturales, evaluando la

conformación de mecan¡smos que ptevengan impactos negativos al med¡o amb¡ente,

pues es evidente que el problema radica en la falta de medidas desjudicializadoras,

considerando que el marco normat¡vo de las leyes ambientales, no ha sido desarrollado

como se debiera, prueba de ello, es que en Guatemala, estas leyes son diversas y

d¡spersas, reguladas en apartados de sanc¡ones admin¡strat¡vas y penales

La falia de regulación lega\ que establezca la forma para reparar el daño causado, en

cuanto a delitos ambientales, crea desventajas para la sociedad guatemalteca, por Io

que se hace necesario reformar el Anículo 25 Bis del Código Procesal Penal, Decreto

51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, con el f¡n de establecer las formas

de reparar el daño causado, así como los casos en que pueden aplicarse estas reglas o

abstenciones y así poder establecer la responsabilidad penal por el daño ambiental.

El objetivo es controlar las actividades que afecten los recursos naturales y de proveer

lineamientos para def¡nir los lím¡tes de contaminación y la gravedad de los daños

causados para prevenir, reducir, miligar, restaurar o compensar los daños ocasionados,

derivados del delito o en congruencia con los m¡smos, debido a que se cometen delitos

en contra del med¡o ambiente, cuyas penas no superan los cinco años, tomando como

(i)
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base la teoría de cast¡gar conductas que ponen en peligro bienes jurídicos que afectan

a la colectiv¡dad, pero que son de singular relevancia soc¡al.

La investigación quedó conformada en los s¡guientes capítulos: capítulo l: El derecho

penal ambiental; capítulo ll: Las medidas desjud¡cializadoras y su incidencia negat¡va

en el caso de los delitos ambientales; capítulo lll: Los delitos amb¡entales y la

necesidad de que se incluyan las medidas socioambientales como parte de las reglas o

abstenciones; capítulo lV: Las medidas socioamb¡entales y la necesidad de que se

establezcan como reglas o abstenciones en el Artículo 25 B¡s del Código Procesal

Penal, Decreto 5'1-92 del Congreso de la República de Guatemala, en el caso de los

del¡tos ambientales.

Para el desarrollo del presente trabajo se ha empleado el método analítico que permitió

desplazar todo el conocim¡ento en partes, en relación a lo que establece la legislación

guatemalteca, respecto del conten¡do en la doctrina, la realidad y las leyes nacionales e

internac¡onales. A través de la síntesis, se analizaron los fenómenos objeto de estudio,

con el apoyo de las técnicas de investigación bibliográf¡cas y documentales.

EI deber del Estado es garantizar al c¡udadano una v¡da en paz, sin alteración del orden

común de la vida, la seguridad y el desarrollo integral de la persona, por lo que se

determ¡na, que es evidente la neces¡dad de que se reforme el Artículo 25 Bis del

Cód¡go Procesal Penal, en cuanto a establecer medidas socioambientales como reglas

o abslenciones especialmente en los delitos contra el medio ambiente, tal y como se

propone alfinal de este trabajo.

(ii)



CAPíTULO I

1. El derecho penal ambiental

Derecho amb¡ental es el conjunto de reglas y principios preseTvadores de la naturaleza

y de sus elementos constitutivos básicos o esenciales para su complejo equilibrio de los

recursos naturales, por lo tanto el derecho penal ambiental viene a formar la disciplina

jurídica, que pretende un equilibrio entre los aspectos soc¡ales y económicos con la

conservación del medio ambiente.

1.1 Antecedentes

En pr¡mer lugar conv¡ene señalar que el derecho penal "const¡tuye una de las

principales disciplinas jurídicas para el logro de una armonización de la sociedad que

debe estar organizada para que el estado pueda intervenir en una protección eficiente

de bienes jurídicos tutelados, en este caso, los relacionados a un med¡o ambiente sano,

y debido a su objeto y a su final¡dad, siendo que los m¡smos son los que se han

buscado a lo largo de nuestra historia que son la permanencia del bien común, a través

de la creación de un orden juríd¡co penal".1

En esta rama del derecho, se ha evidenciado la necesidad de incursionar y reglamentar

práct¡camente todos los ámbitos del ser humano, por medio de normativ¡dades, que de

suscitarse conductas no adecuadas, enfocadas a proteger bienes jurídicos y valores

que por su naturaleza deben preservarse y esto se hace a través de las normas

penales. De esta manera y deb¡do a los avances tecnológicos, industriales y científ¡cos,

l Guirola Rosales, José Gilberto. Urbanismo y estado de d€recho. Pág. 33

1



en el caso del ecosistema biológ¡co, constituyen ya un aspecto que merece toda la

tutela y protección por parte del ius poenale, se estima procedente la real¡zac¡ón del

presente estudio, en cuanto a la aplicación de medidas desjudicializadoras que tiendan

a proteger precisamente el medio ambiente a través de la impos¡ción de reglas o

abstenciones a los infractores.

Esto expl¡ca que el Estado "atend¡endo al ius puniendi en los últ¡mos años haya llevado

a cabo la estructurac¡ón de med¡das punitivas y preventivas con relación al control y

protección del llamado entorno biológico, cuyas prácticas revisten ciena complej¡dad

para aquellos a qu¡enes se les ha delegado la tarea de buscar un equilibr¡o entre la

construcción e interrelación de los aspectos sociales y económicos simultáneamente

con la conservación del medio ambiente",2 un ejemplo de lo anterior lo constituye las

variedad de leyes amb¡entales que existen, y que son de reciente creación como

sucede en el caso de la Ley de Protección y Mejoramiento del Medio Ambiente, Ley

Forestal, Ley de Áreas Protegidas y las reformas al Código Penal, Decreto 17-73 del

Congreso de la República de Guatemala, que más adelante se verán en materia med¡o

amb¡ental.

En base a lo anterior, lo que se pretende es exam¡nar la conformac¡ón de mecanismos

que prevengan impactos negativos al med¡o ambiente, entendido éste como "el

conjunto de elementos naturales o inducidos por el hombre que interactúan en un

espacio y tiempo determinados".3

'1Alfaro Arellano, Edgar rolando.Introducción a la legislación yderecho ambientalcoñparado. Pág. 112
3 D¡cc¡onar¡o de la RealAcademia Española de la Lensua. Pás. 891
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También en estas leyes se dictan med¡das de control, de seguridad y sanciones, debido

a su naturaleza punitiva (precepto y sanc¡ón).

Se estima que, inicialmente la responsabilidad de cuidar nuestro entorno b¡ológ¡co,

constituía una labor que debía ser vig¡lada, regulada y sancionada adm¡nistrat¡vamente,

deb¡do a que fue el Estado, por medio de los órganos de la administrac¡ón pública y del

derecho administrat¡vo, que se encargó de tutelar, atender y dar respuesta a todas

aquellas s¡tuaciones que pud¡eran confrontar o deleriorar el medio ambiente, en este

caso, resulta importante señalar la función que al respecto ejerce la Comis¡ón Nacional

De l\iledio Ambiente y la Comis¡ón de l\.4edio Amb¡ente del Congreso de la Fepública.

Por tal mot¡vo, el buscar la inserción de la temática ecológica en nuestro sistema

legal¡sta penal, responde a la necesidad de brindar una tutela más amplia, enérgica y

coactiva, en base a la punibilidad enmarcada en la ley penal, aplicable a aquellos

individuos con el ánimo a de¡inqu¡r en esta materia.

No obstante lo expuesto anteriormente, es lamentable que en la actualidad, se siga

suscitando un deterioro del medio ambiente, de la flora y fauna, de la contaminación,

acción permit¡da por desconocimiento, sobre todo en el campo y pequeñas ciudades

o bien con toda premeditac¡ón y conoc¡miento por parte de las grandes empresas,

quienes con el afán de ganar más y eliminar los costos que pudieran originar plantas

potabil¡zadoras, filtros, el desarrollo estructural de drenajes, hacen caso omiso al cuerpo

de leyes que en esa materia les obl¡ga. Se especula también que por la diversidad de

leyes ex¡stentes y la poca promoción de las m¡smas, se tenga poco conocimiento de

todas éstas, constituyendo esto una desventaja, que no sólo para las empresas sino
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también para la poblac¡ón en general. Por otro lado, existe la extrema necesidad de un

desarrollo en el marco de nuevas políticas económ¡cas, que exige a las empresas e

industrias la utilización desmesurada de los recursos con el fin de ser compet¡tivos en el

mercado nacional e internacional, lo que ocasionaría un menoscabo directo al medio

ambiente y que de allí se derivan en situaciones insostenibles para la propia

colectividad, que ni el Estado puede contrarrestar.

Por ello se ha dicho que la planeación y la estructuración de mecanismos de

preservación del medio ambiente, forma parte de un s¡stema organ¡zacional, que tuvo

sus orígenes en Europa y por consecuencia, en el caso de varios paises de

Latinoamér¡ca. Hoy en día la protección penal del med¡o ambiente es un tema que

"resulta grave, deb¡do a sus repercusiones jurídico penales".a El esbozo jurídico-

amb¡ental y de protecc¡ón a los recursos naturales se ha subdividido en múltiples

ordenam¡entos, lo cual a razón de muchos, complica y d¡f¡culta el seguimiento y

cumplimiento de ese propio compendio jurídico, tal y como se ha explicado

anteriormente, y que efect¡vamente constituye un obstáculo para ejecutar precisamente

lo que regula el Anículo 3 de la Ley del Organismo Judicial, en cuanto a que nad¡e

puede alegar ignorancia de la ley, lo cual podría ser analizado.

De esta forma, tanto a n¡vel internacional como nacional se ha dado muestra de un

intento de desarrollo en Ia doctrina jurídica e investigación legal sobre múltiples y

variados temas ecológicos, así como de la necesidad de una accesoriedad e

incorporación del derecho penal del medio amb¡ente.

4
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Sin embargo, se puede afirmar que el marco jurídico ambiental ha Estado en la

búsqueda de su consolidación en los últimos treinla años, tiempo durante el cual se han

estructurado mecanismos de preservación y uso racional de los recursos naturales, por

medio de leyes, reglamentos, normas medio ambientales, las cuales son puestas en

práctica por los órganos e instituciones que para tales efectos ha facultado el mismo

Estado, pero que cuando se evalúan los resultados, estos no son los esperados.

A pesar de lo anterior, existe congruenc¡a entre un marco jurídico-admin¡strat¡vo

respecto de la protección del med¡o ambiente, que se ha visto obstaculizado deb¡do a la

carencia de una cultura medio-ambiental. La ausencia de expedos juridicos

ambientales capaces de desarrollar procesos similares de accesor¡edad, ial como los

tiene Europa o los Estados Unidos de Noñeamérica, análisis que se desarrolla dentro

de la leg¡slación comparada de la presente investigación, lo que constituye un tema a

tratar en los últimos años por los estudiosos del derecho en este y otros países.

En nuestro país es necesar¡o redefinir los pocos criterios que en mater¡a penal

ambiental se han estructurado, y se neces¡ta ampl¡arlos con la finalidad de darles un

enfoque ius comparativo y práctico al accionar diario.

1.2 Definición de medio amb¡ente y derecho penal ambiental

"El Medio Ambiente es el conjunto o sistema de elementos naturales y artificiales de

naturaleza física, quÍmica, biológ¡ca o sociocultural, en constante interacción y en
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por la acción humana o natural, que rige y condiciona la

la v¡da en sus múlt¡ples manifestaciones.

El medio ambiente, se detine como: El que se refiere a todo lo que rodea a los seres

vivos, está conformado por elementos biofísicos (suelo, agua, clima, atmósfera, plantas,

animales y microorgan¡smos), y componentes sociales que se ref¡eren a los derivados

de las re¡aciones que se manifiestan a través de la cultura, la ideología y la economía.

La relación que se establece entre estos elementos es lo que, desde una visión integral,

conceptualiza el med¡o amb¡ente como un sistema".5

Para la Conferencia de las Naciones Unidas, realizada en Estocolmo, en 1972, el medio

amb¡ente es: "El med¡o ambiente es el conjunto de componentes físicos, quím¡cos,

b¡ológicos y sociales capaces de causar efectos directos o indirectos, en un plazo coño

o largo, sobre los seres vivos y las actividades humanas".6

Como se ha podido notar la defin¡ción de med¡o ambiente, tiene algunos matices desde

los cuales puede ser v¡sta por ejemplo:

a) Como se observa, conforme la conferencia de las Naciones Unidas, se indica que el

medio amb¡ente se encuentra conformado por un conjunto de componentes físicos,

químicos, biológicos y sociales capaces de causar efectos directos o ind¡rectos, en

un plazo corto o largo, sobre los seres vivos y las actividades humanas, lo cual

5Guirola, 
Rosales. Ob. cit. Pás.37

6 
Consulta electrónica página principal ONU. wv! esiuricr¿.com.thlm. Di¿ de consult¿: 1-9 2011
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implica Ia intervención del Estado y de los particularesi pues se trata de una

situac¡ón que afecta a la colectiv¡dad en sí.

b) Se ha señalado tamb¡én que se trata de una visión económica o productiva pues se

considera al medio ambiente como una fuente de recursos, un soporte de

act¡vidades productivas, un lugar donde depos¡tar los desechos, etc., sin estimar

que esto ocasiona deterioro y contaminaciones.

c) Desde un punto de vista administrativo-operativo, se ha dicho que es un sistema

formado por el hombre, la fauna, la flora, el suelo, el aire, el clima, el paísaje, los

bienes materiales, el patrimonio cultural y las interacciones entre todos estos

factores.

d) Desde una óptica ecológ¡ca, se ind¡ca que se trata de la suma de factores fís¡cos,

quím¡cos y biológ¡cos que actúan sobre un individuo, una población o una

comunidad.

Ahora bien, respecto a lo que se puede entender como derecho penal amb¡ental, se

c¡tan a cont¡nuación las sigu¡entes def¡niciones:

a) Se define al derecho penal ambiental como "el mantenimiento de las propiedades

del suelo, el aire y el agua, así como de la flora y fauna, y las condiciones

ambientales de desarrollo de esas especies, de tal forma que el sistema ecológico

se mantenga con sus sistemas subordinados y no sufra alteraciones perjudiciales.
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b) El derecho penal ambiental es secundario, en el sentido que corresponde a las

normas no penales el papel pr¡mar¡o en su protecc¡ón y accesor¡o en cuanto a que

su función tutelar solo puede realizarse apoyando la normativa administrativa que

de modo principal y directo, regula y ampara la real¡dad ambiental".

c) La norma penal, debe reservarse para conductas mas graves, para cumplir también

una func¡ón prevent¡va".7 Por lo anter¡or, la norma penal, de conform¡dad con su

condición de ú'tima ratio, debe cast¡gar conductas que ponen en peligro b¡enes

jurídicos de singular relevancia social, con las sanciones más radicales de que e!

Estado dispone.

Como se puede notar en las def¡niciones citadas anteriormente, las mismas consideran

al derecho penal ambiental, como un derecho auxiliar de las prevenciones

administrativas; es decir, según ellos debe apl¡carse las sanciones penales ún¡camente

en aquellos casos en los cuales, no es sufic¡ente la tutela que puede ofrecer otro

ordenamiento jurídico, o bien es necesario por la gravedad del daño causado.

Pero lambién se encuentran teorías contrarias a las anteriores, como la que explica

que: "no es secundaria la naturaleza del Derecho Penal en materia Ambiental, puesto

que aun cuando defienda bienes jurídicos o inst¡tuciones penenecientes a otras ramas

del derechol no se l¡mita a enumerar sanc¡ones meramente protectoras de diferentes

real¡dades jurídicas, s¡no que antes de prever una pena, es el propio ordenamiento

? cuirola Rosales. Ob. Cit. Pás.42
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penal el que indica el ámbito de los componamiento acreedores a tales penas".8 Por

tanto, de ordinar¡o la norma penal nunca está subordinada totalmente a lo que d¡sponen

las leyes no penales; se resalta que el derecho penal es tan autónomo como las más

trad¡cionales discipl¡nas jurídicas.

1.3 Característ¡cas

Estas pueden ser:

a) Se distinguen normas de Derecho Ambiental, con las del Derecho Penal y estas

con las del Derecho Penal Ambiental, y panen de la protección que se brinda a los

bienes consagrados especialmente en la Constitución Política de la República de

Guatemala.

b) Se dice que en el caso del derecho es todo el orden social y la armonía en las

relac¡ones de los seres humanos que conviven entre sí, mediante una soc¡edad

organizada, por ello, es el orden social justo, por lo menos teóricamente. Todo

Estado de derecho busca sat¡sfacer el bien común, es decir el bienestar de la

población sobre la base de la justic¡a, entendida como la constante y perpetua

voluntad de dar a cada uno lo suyo, frases celebres dichas por Santo Tomas y

Ulpiano.

3 Guirola Rosales. ob.cit. Pág.49
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c) Se trata de un conjunto de normas jurídicas, instituciones, principios, que son

¡mpuestos por el Estado para señalar una conducta proh¡bit¡va que de infring¡rse

tiene una sanc¡ón penal o administrativa.

d) En cuanto a los del¡tos ambientales, se ha dicho que se trata de un delito social,

pues afecta tas bases de la existencia social económ¡ca, atenta contra las materias

y recursos ind¡spensables para las actividades product¡vas y culturales, pone en

peligro las formas de v¡da autóctonas en cuanto implica destrucción de sistemas de

relac¡ones hombre espac¡o.

1.4 Principiosfundamentales

Existe una serie de clasificac¡ones que se han hecho con respecto a los princip¡os del

Derecho Ambiental y tamb¡én se distinguen por otro lado una serie de principios y

clasif¡cac¡ones en el derecho procesal penal, "se ha hecho una conformación entre el

derecho penal y sus f¡nes con los f¡nes del derecho ambiental para distinguir principios

especÍficos, y señala la s¡guiente clas¡ficac¡ón:

'1. En pr¡mer lugar señala que estos deben basarse en los principios constitucionales

de Ia intervención penal del Estado en materia ambiental. Refiere que existen en

la mater¡a ambiental, como en otras áreas del derecho, ciertos principios que

informan no solo el proceso legislativo s¡no que también la aplicación e

interpretación de las normas ambientales; principios que resultan fundamentales a

10
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la hora de determinar tanto la responsab¡l¡dad de los part¡culares como de los

estados por la deterioros ocas¡onados al medio ambiente.

Al respecto este autor, distingue los siguientes: Principio de merecimiento de

protección penal. Un bien jurídico es merecedor de protección cuando de acuerdo

con la convicción general se cons¡dera como valioso".e Es en tal sentido que, el

creciente ¡nterés de la ciudadanía por la protección del med¡o ambiente,

preocupación fundada en la depredación y contaminac¡ón medioambiental, ha

llevado a los estados a adoptar dentro de su legislación c¡enos mecan¡smos de

control, entre los cuales por cierto se plantea la necesidad de acudir a

instrumentos o mecanismos de tipo penal, como ya se ha señalado con

anterior¡dad. Es así como la doctrina plantea que en el ordenamiento jurídico

actual, se ha comprobado que la estrechez de la visión estricta es ¡ncapaz de

asegurar, no ya la protección de los recursos naturales sino, también, el control de

los graves riesgos que se ciernen sobre la vida y la salud de las personas

derivados de los fenómenos contaminantes.

3. A lo anterior se debe adicionar además que en la actualidad el medio ambienle ha

sido redescubierto como un valor ético y que ante su notoria e innegable

destrucc¡ón se declara su protección redefinido como bien jurídico. La tendencia

actual se as¡enta en una visión, ya no antropocéntrica en torno al fenómeno de la

protección de la naturaleza, sino que ecocéntrica. En tal sent¡do, por un lado el Xll

Congreso lnternacional de la AIDP de 1979, en sus recomendaciones señala que:

11
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"Para una protección ef¡caz del ambiente es ¡nd¡spensable reconocer junto a la

protecc¡ón de la vida humana y la salud, valores como el agua, el aire o el suelo,

que constituyen en la actualidad el mínimo a proteger desde la perspectiva

penal".1o

La misma visión ecocéntr¡ca adopta la resolución de la 17 conferencia de Min¡stros

Europeos de Justicia al señalar que sería aconsejable e¡aborar una lista de

infracciones para prever una protecc¡ón adecuada, por el derecho penal, del agua,

el suelo, el aire, la fauna, la flora y los elementos del medio ambiente merecedores

de protección, así como el hombre en este med¡o ambiente. lncluso desde alguna

perspectiva más avanzada no solo se propone dar protección al medio amb¡ente,

sino que ir un paso más allá y reconocer que la naturaleza y el ambiente t¡enen en

cuanto tales una subjetividad autónoma.

Concluyendo este autor ha señalado que dada la caracterÍstica de última ratio del

derecho penal, e¡ hecho que un bien jurídico sea merecedor de protección jurídica

no sign¡fica necesar¡amente que ella deba ser de tipo penal.

4. Principio de conjunción de aspectos colectivos e individuales. En el campo del

derecho trad¡c¡onalmente se distinguía, y aun se hace, entre el llamado derecho

público, que se ocupa de las relaciones de los poderes entre sí y de estos para

con la ciudadanía y, por otro lado, estaba el llamado derecho prjvado que regía las

relaciones de los privados entre sí. Hoy en día dicha dist¡nción, dado los avances

10 
Pagiñ¿ principal ONU. www.onu.com.thlm. Día de consulta: 2 9 2011
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de las c¡enc¡as jurídicas, está cada día más obsoleta, no solo por las nuevas

real¡dades que deben ser regidas por el derecho sino que además han surgido

intereses que son públ¡cos y/o privados, pero que al afectar a masas de

c¡udadanos y al conjunto de b¡enes en general, se conv¡eden en colectivos s¡n

llegar a ser exclusivamente públicos y, es este justamente el caso del medio

amb¡ente.

Es así como en el derecho amb¡ental se entrelazan normas tanto de derecho

público como privado. Así, este principio rector vuelca su efectiv¡dad al servicio de

la regulación de los diferentes elementos y procesos naturales que componen el

ambiente natural y humano. Por ello el ordenamiento amb¡ental se caracteriza por

ser sistémico, en tanto que la regulac¡ón de conductas que determ¡na no se realiza

aisladamente, sino considerando el componamiento de los elementos naturales y

de las distintas interacc¡ones, como consecuenc¡a de las actuac¡ones del hombre.

5. Princip¡o de responsabilidades compartidas. Este principio más que con la

responsabilidad de los particulares t¡ene que ver derechamente con la

responsabilidad de los estados en mater¡a amb¡ental y, sobre todo y en particular

con las acciones que estos debieran adoptar para proteger y preservar de manera

adecuada el entorno natural y, es justamente por ello que este principio se impone

en forma conjunta a todos los causantes de activ¡dades dañosas para el medio

amb¡ente.

13
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En tal sent¡do en doctrina se afirma que "en materia de derecho ambiental el

Estado denunciante pone ab¡enamente en juego la responsab¡lidad internac¡onal

de otro Estado, a causa de la violación de un principio de naturaleza general el

respeto de los derechos humanos más que del daño sufrido, Principio 22 de

la Declaración de Estocolmo. Y dado que generalmente los estados responsables

de las act¡vidades dañosas evitan asumir la responsabilidad por los deter¡oros

ocasionados es que la verdadera perjud¡cada resulta ser finalmente la biosfera. Es

por ello que el Artículo 30 de la carta de derechos y deberes económicos de los

estados preceptúa que: La protección, la preservación y el mejoramiento del

medio ambiente para tas generac¡ones futuras es responsab¡l¡dad de todos los

estados. Continúa tal artículo señalando que: Todos los estados deben tratar de

establecer sus prop¡as políticas ambientales y de desarrollo de conform¡dad con

esa responsab¡l¡dad. Todos los estados tienen la responsabil¡dad de velar para

que las actividades dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen daños al

medio ambiente......."11

7. Principio de la neces¡dad de protección penal. El autor citado al respecto a este

princ¡pio, ind¡ca "que se produce una de las más ricas discusiones en términos

jurídicos y prácticos, a tal punto que se llega a d¡scutir la naturaleza misma del

derecho penal dentro de esquema jurídico y la función que este debe

desempañal'.12 Finalmente debe tenerse claro que, una vez determinada la

necesidad del establecimiento de una norma a nivel constitucional que oblique al

lllaque¡od de Zsogon, Silvia. Elderecho ambientalysus pr¡ncip¡os rectores. Pág.383
1'z 

Rodas Monsalve,lulio Cesar. ta protecc¡óñ peñal del med¡o arñbiente. Pég. 135
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leg¡slador de manera directa, la discusión debe centrarse en como del¡mitar de

manera adecuada las áreas o aspectos que quedarán bajo el marco sancionatorio

de cada disciplina y que atribuya al derecho penal la sanc¡ón de los atentados más

graves al medio ambiente; puesto que no se trata de sancionar penalmente todas

las conductas contra el medio natural, sino que aquellas que rev¡stan grados de

damnificac¡ón importantes y, en los demás dejar el espac¡o necesario para que

opere principalmente, a nuestro entender, el derecho adm¡nistrativo pero que lo

haga de manera coherente, armónica y eficaz.

8. Principio de la accesoriedad adm¡nistrativa. Este princip¡o se refiere a la néces¡dad

de tener en cuenta al momento de elaborar el t¡po penal los límites del riesgo

permitido fijados por la autoridad administrativa. "Con este concepto, se quiere

poner de manifiesto el hecho, de que s¡ bien normas penales y administrat¡vas

t¡enen un ámbito distinto de aplicación, participan en una tarea común y que están

unidas por un vinculo que no se puede renuncial',l3 af¡rma que este pr¡ncipio está

íntimamente vinculado con el fenómeno de la admin¡strat¡vización del derecho

penal propiciado por la estructura social y económica de la llamada sociedad del

riesgo prop¡a de los estados posindustriales.

9. "Principio preventivo. La complej¡dad de los problemas amb¡entales actuales ha

exigido un giro en las polít¡cas públicas y privadas desde aquellas primeras de tipo

correctivo y de carácter leg¡slat¡vo y tecnológico, a las mas actuales de tipo

preventivo e incluso precautor¡o donde se combinan los ¡nstrumentos reguladores

1r cuirola Rosales. ob. cit. Pás.49
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(leg¡slación y otros) y los científico-tecnológicos con los incent¡vos económicos

(f¡scales y otros), Ios ¡ntegradores (polít¡cas integrales) y, las más novedosas, las

polít¡cas que acentúan la participac¡ón social en la gestión amb¡ental, intentando

implicar al conjunto de la sociedad en la resolución de esos problemas y, además,

si b¡en es c¡erto que en últ¡ma instancia el derecho ambiental descansa en un

dispositivo sancionador, sus objetivos son fundamentalmente preventivos".la

Se sabe y se entiende que la represión lleva implíc¡ta siempre la finalidad u

objetivo de prevención, en tanto y en cuanto lo que persigue es, precisamente por

vía de amenaza y castigo, ev¡tar que se produzcan los supuestos que dan lugar a

la sanción. La amenaza poster¡or en materia ambiental deviene por lo general en

especialmente ineficaz, puesto que los daños ambientales son, en ciertos casos

de tal envergadura, que tal coacción posterior d¡fíc¡lmente puede llegar a

compensarlos, ni siquiera mínimamente.

Además las sanciones (en la mayoría de los casos solo administrativas o civiles)

suelen ser de escasos montos lo cual, s¡n duda alguna, desencadena en que

hab¡tualmente se pref¡era por parte de los sujetos contaminantes, pagar la multa

que cesar la comisión de sus conductas ilegitimas. Resulta de tal forma que en

esta materia son absolutamente necesarias e indispensables aquellas acciones

que se anticipan y previenen cualqu¡er tipo de degradación ambiental, en lugar de

limitarse a constatar, e inteniar a poster¡ori reparar, Ios daños amb¡entales. De

esta forma es claro que la adopción de actitudes y estrategias previsoras es

fundamental sobre todo en las fases iniciales de decisión, en los objetivos de la

14 
Rodas Monsalve. ob. cit. Pás. 135
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política amb¡ental, en el espir¡tu de las normas y en el acto preventivo ambiental

propiamente tal.

10. "El princ¡pio preventivo pretende ev¡tar que se produzcan problemas amb¡entales

y, en tal sentido opera sobre la premisa de que la superación de los problemas

ambientales, una vez producidos, es más costosa y menos eficaz que su

prevención y su objetivo es permitir que las autoridades reaccionen, tanto de

antemano como cuando ya ex¡ste daño, con un límite de certeza científica ¡nferior

al que se solía aplicar hasta ahora. La certeza c¡entífica ha quedado atenuada

med¡ante el concepto de motivos razonables de preocupación".15

"El principio prevent¡vo da al Estado la flexibilidad y la capac¡dad de maniobra

necesar¡a para reacc¡onar cuando ocurren las cosas, antes de tiempo o en cuanto

suceden, de forma que sea posible preven¡r o reducir las consecuencias negativas

m¡entras se anal¡zan y evalúan las presuntas causas del daño. Los partidarios del

pr¡ncipio prevent¡vo afirman que, si se hubiera recurrido a él en el pasado, se

podrían haber evitado o al menos mitigado muchos de los efectos negativos de los

nuevos avances científ icos y tecnológicos".16

Los defensores del pr¡ncipio preventivo explican que la enorme dimensión de las

intervenciones científicas y tecnológicas actuales deben tener forzosamente

t5iaquenod 
de zsogon, silvia. Elderecho amb¡€ntaly sus principios r€ctores. Pág.384
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repercusiones importantes y duraderas en el resto de la naturaleza y que esas

repercusiones pueden llegar a ser catastróficas e irrevers¡bles.

Derivado de los antecedentes, definiciones y pr¡nc¡pios citados, podemos decir que de

conformidad con lo establecido en la Constitución Polít¡ca de la República de

Guatemala, es deber del Estado proteger bienes jurídicos y valores que por su

naturaleza deben preservarse, las cuales pueden controlarse a través de medidas

pun¡tivas y preventivas, que permitan proteger el entorno biológico, conformando

mecanismos que prevengan los impactos negat¡vos en nuestro entorno biológico, todo

esto a través del derecho penal que constituye una de las principales discipl¡nas

juríd¡cas para el logro de una armonizac¡ón de la sociedad en apoyo a las normas

administrativas y a la diversidad de leyes que han s¡do creadas al respecto

'18
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CAPITULO II

Las med¡das desjudicializadoras y su incidencia negativa en el caso de los

delitos amb¡enlales

Generalmente es pos¡ble sancionar crímenes o delitos ambientales ocasionados por

conductas de negligenc¡a o imprudenc¡a, aunque con las penal¡dades est¡puladas para

estas c¡rcunstancias serán reducidas a un tercio o la mitad de las penas normales

aplicables a los crímenes cometidos con intenc¡ón. Con las medidas desjudicializadoras

se pretende crear un sistema de medidas precautelativas para la restitución y

reparación, con la finalidad de minimizar el daño ambiental.

2.1 Las medidas desiud¡cial¡zadoras en el Código Procesal Penal

A) Definición de derecho procesal penal

Guillermo Borja Osorno, establece en relación a que el derecho procesal penal es una

disciplina jurídica y dice: "Que en todas las ciencias lo primero que debe hacerse es

deslindar el objeto de su estudio, identificar lo que se pretende estudiar, asimismo,

diferenciarlo de las otras ramas para conocerlo en lo particular, principalmente el

Derecho Procesal Civ¡|, en donde se plantea el problema de la unjficación de la

autonomía del Derecho Procesal".17

Claria Olmedo, Jorge, dice que: "Se han ordenado los tres vocablos sigu¡endo de Io

general a lo padicular. La voz derecho de la técnica científica, poniéndola a la par de

las otras ramas jurídicas. La voz procesal de la nota de efectiva realización del

17 Borja Osorno, cuillermo. Derecho procesalpeñal. Pág.12
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derecho integrador. La voz penal proporciona el contenido del derecho que se realiza;

penal o cr¡minal parece indiferente, pero es que en el orden sustanc¡al donde en

real¡dad se presentaría la disyuntiva, se ha optado por penal partiéndose de la

denominac¡ón clásica de los autores ¡tal¡anos de los siglos pasados, en razón de que la

finalidad primit¡va mostrada en forma de amenaza de pena, representa el objet¡vo

principal de esa rama del Derecho".13

B) El proceso penal

El proceso "no es un simple proced¡miento regulado por códigos y leyes ordinarias, sino

el instrumento para real¡zar uno de los derechos esenciales del ser humano, que no se

concreta a un s¡mple acceso a la prestac¡ón jurisd¡ccional, sino que se traduce en el

derecho fundamental a la justic¡a... El procedimiento es en verdad, el espac¡o fiel de

todas las mayores exigencias, problemas y afanes de nuestra época, el inmenso

desafío de nuestra época..."re

Según el jurista guatemalteco César Barrientos Pellecer, "El proceso es el método

lógico y ordenado creado por la c¡vilización, para conducir a una decisión judic¡al justa y

restablecer por lal medio la paz y el orden jurídico, su objetivo es redef¡nir conflictos, lo

que debe entenderse como la reproducción más objetiva de lo sucedido, de la

apodación y valoración de los datos, de la discusión del significado de los hechos..."2o

13 
claria olmedo, Jorge A. Tratado d€ derecho proc€sal p€nal, nociones fu nd amentales. Pág. 14

le 
Earrientos Pe lecer, cesar. Derecho procesálpenal: Pég.45

'?o Barrientos Pellecer. ob.cit. Pág.115
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"El proceso penal es por esencia jurisdiccional. No surge, no tiene esencia jurídica,

sino esta preced¡do por un órgano que ejerce la jurisdicc¡ón aunque ésta no pueda

actuar por ¡niciativa propia sino que deba ser provocada o excitada por los otros

órganos procesales encam¡nados a obtener del órgano jurisdicciona¡ acerca del hecho

delictivo que llegó a su conocimiento".2r

De acuerdo a lo anter¡or, puede establecerse que los fines del proceso penal son los

siguientes:

a) Descubr¡r la verdad histórica de los hechos en que se basa la pretensión juríd¡ca

que lo determina.

b) Actúa o realiza concretamente la ley penal.

Al respecto, el Artículo 5 del Cód¡go Procesal Penal, Decreto 51-92 de Congreso de la

República de Guaiemala establece: "Fines del proceso, El proceso penal t¡ene por

objeto la averiguación de un hecho señalado como delito o falta, de las circunstancias

en que pudo ser comet¡do, el establecimiento de la posible panic¡pac¡ón del sind¡cado,

el pronunc¡amiento de la sentencia respectiva, y Ia ejecuc¡ón de la misma".

2.2 Los mecanismos de desjudicialización

Los pr¡nc¡pios desjudicializadores interpretándolos en primera instancia como principios,

constituyen las directrices, los fundamentos sobre los cuales se desarrollaran las

21vélez 
Maricoñde, Alfredo. oerechoprocesal p€nal. Pág. 56.
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normas rectoras en este caso del derecho procesal penal, y en cuanto a la

desjud¡c¡al¡zac¡ón, constituye una forma que fuera de la actividad judicial se resuelvan

conflictos o d¡vergenc¡as de carácter penal y que constituye una función esencial de la

administración de justic¡a y los sujetos ¡nterv¡nientes en especial, del Ministerio Público

y de la Defensa Públ¡ca.

Dentro de las medidas desjud¡c¡al¡zadoras, en las que se encuentra el cr¡terio de

oportunidad y que cobran v¡gencia en la legislación se encuentran:

a) Criterio de oportun¡dad;

b) Conversión;

c) N/ediación;

d) Suspensión cond¡c¡onal de la persecuc¡ón penal y

e) Procedimientoabreviado.

La desjudicial¡zación como parte integrante de los métodos alternat¡vos de resolución

de conflictos, en aplicación de la concil¡ac¡ón y la mediación, se aplica en el derecho

penal guatemalteco y se fundamenta básicamente en resolver confl¡ctos de manera

rápida, sencilla, oral y públicamente, entendiendo a ésta, es decir, a la

desjudicialización de manera formal como "un fenómeno juríd¡co en v¡rtud del cual se

busca la solución de un confl¡cto interpersonal por mecanismos distintos de los

22
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judiciales, generalmente mediante el auxilio de disciplinas extrajud¡ciales de naturaleza

laboral, psicológica, méd¡ca, educativa y económica..."22

"Las desjudic¡al¡zac¡ón se clas¡fican de Ia siguiente forma:

a) Desjudicialización de hecho: que se da cuando el delito o la falta no es puesto en

conocimiento de las autoridades por razones como levedad del daño causado,

desconfianza en la eficienc¡a de la just¡cia punit¡va, etc.

b) Desjudicialización de derecho: surge cuando el propósito del legislador decide

eliminar la instancia jud¡c¡al para la solución de un conflicto que antes requería".23

Dentro de las condiciones necesarias para que pueda aplicarse una figura

desjud¡cializadora de las ya enumeradas anter¡ormente, de conform¡dad con la

exposición de motivos del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de \a

República de Guatemala se encuentran las siguientes:

a) La colaboración del ¡mputado con la just¡c¡a, lo que impl¡ca el reconocimiento o la

conformidad de los hechos que moiivan el proceso.

b) El resarcimiento de los daños y perjuicios provenientes del hecho delict¡vo.

'1z Reyes c¿lderón,losé Adolfo. Mecanísmos alternativos dejustic¡a. Pág.87

" rb¡d. páe. g¡
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c) La aceptación de la victima de la aplicación del cr¡terio de oportunidad.

d) Que no se trate de delitos violentos, graves, de compleja investigación, de

cr¡minalidad organ¡zada o que no amenacen o afecten la seguridad colectiva.

e) Que se pueda prescindir de la pena, porque no es necesaria la rehabilitación por

tratarse de una persona que no t¡ene una conducta o un comportamiento cr¡minal.

Que el efecto prevent¡vo de los del¡tos, razón de la pena, quede cubierto o

satisfecho con la regla de conducta impuesta a Ia amenaza de continuar el proceso.

g) Que la culpabilidad del imputado sea atenuada o culposa en todo caso, no

caracterizada por circunstancias agravantes.

h) Que el hecho no lesione o amenace la seguridad social.

i) Que el límite máximo de la pena con que está sancionado el delito concreto no

exceda de cinco años de prisión. Salvo en la suspensión condicional de la

persecuc¡ón penal cuando se trate de delitos culposos sin impacto socia¡ y en el

proced¡miento abreviado, que procede cuando el órgano acusador considere que la

pena de pris¡ón a imponer no exceda de cinco años.

24
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j) No pueden otorgarse más de una vez al mismo imputado por la afectación dolosa

del mismo bien juríd¡co y, en algunos casos no pueden aplicarse a funcionarios o

empleados públ¡cos por delitos cometidos en ejercic¡o o con motivo del cargo.

2.2.1 Cr¡terio de oportunidad

A través de la creación y entrada en v¡gencia del Cód¡go Procesal Penal, Decreto 51-92

del Congreso de Ia República de Guatemala, se dio apenura a conceptos como criterio

de oportunidad que forma parte de los estudios de los métodos alternativos de

resolución de conflictos, que como lo dice Alberto Binder, forman parte de una

concepc¡ón distinta del proceso penal.

Dando apedura a lo que se conceptualiza como criterio de opodunidad, "ex¡sten cuatro

perspectivas en torno al tema de la solución de conflictos en materia penal",24 las cuales

son:

a) La perspectiva de reparac¡ón, que aparece como una posibil¡dad de solución real

del conflicto, en forma distinta a lo que la pena es en realidad. Se considera que

la pena no es una solución al conflicto, sino que es una respuesta que ante éste

ofrece el sistema. La reparación si tiene efectos directos sobre la pacif¡cación de

los que intervienen en el conflicto y depende mucho de su solución encontrar las

formas más objetivas, concretas, realistas para su resolución.

'za Binder, Alberto. alternat¡vas proc€sales pará la resolución de confl¡ctos. Pág. 96
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b) Perspectiva de la sobrecarga de trabajo: Se fundamenta en el congestionamiento

en los procesos judiciales existentes, que tiende a reduc¡r mediante la puesta en

marcha de métodos alternat¡vos de resolución de conflictos, que abren la

posibil¡dad de ejercer una política de control de Ia sobrecarga de trabajo a través

de mecan¡smos que ha elaborado el derecho procesal.

c) Perspectiva de la búsqueda de eficienc¡a: lmplica abrir la puerta a las

negociaciones entre el ¡mputado y la víctima, y abren también la posibilidad de

premiar a quien colabora con la justicia facil¡tando el nombre de cómplices o

pruebas.

Perspect¡va de la reducción de la v¡olencia: Cuando se refiere a la v¡olencia

estatal no se habla únicamente de Ia pena, hoy día comenta el autor en

Latinoamér¡ca la mayor parte de la v¡olenc¡a que ejerce el Estado, se ejerce a

través del proceso penal y las ¡nstituciones que regula el Código Procesal Penal

como el caso del procedim¡ento abreviado, del criterio de oportun¡dad, de la

suspensión condicional de la persecución penal, sirven como medios para llmitar

el ejercicio de poder pun¡tivo del Estado y por lo tanto de reduc¡r esa violencia.

2.2.2 Concepto de cr¡terio de oportunidad

Es la "facultad que tiene el Ministerio Público, bajo el control del juez, de no ejercitar la

acción penal debido a su escasa trascendencia social o mínima afectac¡ón al bien
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jurídico, a las circunstanc¡as especiales de la responsabilidad del sind¡cado o cuando el

imputado sufre las consecuencias de un delito culposo".25

2.2.3 Obietivo

El objetivo es lograr la descarga de trabajo para el Minister¡o Público y la mínima

intervenc¡ón del Estado en problemas que pueden resolverse a través de la conciliación

y mediación entre las partes, recogiéndose de esta manera los princip¡os

humanizadores y racional¡zadores del derecho penal moderno que pretende entre otras

cosas, ser justo, legal, objet¡vo y hondamente garantista y democrático.

2.2.4 Requis¡tos

Conforme la legislación y la doctr¡na, las condiciones para que proceda la aplicación del

criterio de oportunidad, son:

a) Que el Ministerio Público considere que el interés público o la seguridad ciudadana

no estén gravemente afectados o amenazados.

b) Que el ¡mputado hub¡era reparado el daño ocasionado o exista un acuerdo con el

agraviado.

c) Que se otorguen las garantías para su cumplim¡ento en el que, incluso, se pueden

aplicar los usos y las costumbres de las diversas comunidades para la soluc¡ón de

'5 unidad de capacitación del Minlsterlo Publico. Manual del f¡scal. Pág. 24



los conflictos, los principios generales del derecho o la equidad, siempre que no se

v¡olen garantías constitucionales ni tratados ¡nternacionales en materia de derechos

humanos.

d) Se requiere previamente el consentimiento del agraviado.

e) La existencia de autorizac¡ón judicial para poder abstenerse de ejercitar la acción

penal.

f) En caso de que no ex¡sta una persona agrav¡ada o afectada directaritente, el

l\il¡nisterio Público o el síndico munic¡pal en su caso, pueden solicitar al juez la

aplicación del criterio de oportunidad, siempre que el ¡mputado repare los daños y

perjuicios causados a la sociedad y otorgue las garantías suf¡c¡entes para su

resarc¡miento en un plazo máximo de un año. En caso de insolvencia del imputado,

debe retribu¡r el daño social med¡ante la prestación de servicio social a la comunidad

en la actividad que se le designe judicialmente en período de 10 a 15 horas

semanales, durante el lapso de un año, en el que deberá observar, además, las

normas de conducta y abstención que se le señalen, las que son las siguientes:

1. Residir en lugar determ¡nado o someterse a la vigilancia que determ¡ne eljuez.

2. La prohibición de visitar determinados lugares o personas.

3. Abstenerse del uso de estupefacientes o de bebidas alcohólicas.

4. Finalizal la escolar¡dad primaria, aprender una profesión u oficio o seguir cursos

de capac¡tación en la ¡nstitución que determ¡ne el juez.
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5. Realizar fabajo de utilidad pública a favor del Estado o instituciones de

beneficencia, fuera de sus horarios habituales de trabajo,

6. Someterse a un tratamiento médico o psicológico, sifuere necesario.

7. Prohibición de portac¡ón de arma de fuego.

8. Prohibición de salir del país.

9. Prohibición de conducir vehÍculos automotores.

10. Permanecer en un trabajo o empleo, o adoptar en el plazo que el juez determine

un oficio, arte, industria o profesión, si no tuviere medios prop¡os de subsistenc¡a.

2.2.5 Órganos competentes

Los órganos que pueden sol¡citar la aplicación del criterio de oportun¡dad son:

a) Ministerio Público;

b) Los síndicos munic¡pales en el caso de no haber lvlinisterio Público y

c) Los que conceden la autorización judicial para abstenerse el Nilinisterio Públ¡co de

ejercitar la acc¡ón penal, son los jueces de paz, cuando la pena privativa de l;bedad

del hecho imputado no supere los tres años de pris¡ón, y los jueces de primera

¡nstancia, cuando la pena a solic¡tar estuviere comprendida entre más de tres años

hasta cinco años y obl¡gadamente en los casos del inciso 6) del Artículo 25 del

Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala,

que se refiere a aplicar el cr¡terio de oportunidad por los jueces de pr¡mera ¡nstancia

obligadamente a los cómplices o autores del delito de encubr¡miento que presten

declaración efjcaz contra los autores de los delitos siguientes: contra la salud,

29



defraudación, contrabando, delitos con la hacienda pública, la economía nacional, la

seguridad del Estado, contra la constitución, contra el orden público, contra la

tranquilidad social, cohecho, peculado y negociaciones ilícitas, así como en los

casos de plagio o secuestro.

2.2.6 Legislación

El Artículo 25 del Código Procesal Penal, reformado por el Adículo 3 del Decreto 32-96

del Congreso de la República de Guatemala y por el Artículo '1 del Decreto 1'14-96 del

Congreso de la República de Guatemala, cuando el M¡nisterio Público considere que el

interés público o la seguridad ciudadana no están gravemente afectados o

amenazados, prev¡o consent¡miento del agraviado y autorización judicial, podrá

abstenerse de ejercitar la acción penal en los siguientes casos:

1) Si se tratare de delitos no sancionados con pena de prisión.

2) Si se tratare de delitos perseguibles por instancia particular.

3) En los delitos de acción públ¡ca, cuya pena máxima de prisión no fuere superior a

cinco años. Los jueces de paz conocerán las solicitudes planteadas por el lvlinisterio

Públ¡co o los síndicos mun¡cipales cuando la pena pr¡vativa de libertad del hecho

¡mputado no supere los tres años de prisión. Cuando la pena a solic¡tar estuviere

comprendida entre más de tres años hasta cinco, la solic¡tud a que se refiere este

numeral será planteada aljuez de primera lnstancia.

30



é$,.u.4
f'¡'gF'9
&...rr'

4) Que la responsabilidad del s¡ndicado o su contribución a la perpetrac¡ón del delito

sea mínima.

5) Que el ¡nculpado haya sido afectado directa y gravemente por las consecuencias de

un delito culposo y la pena resulte inapropiada.

6) El criterio de oportunidad se aplicará por los jueces de primera instanc¡a

obligadamente a los cómplices o autores del delito de encubrimiento que presten

declaración eficaz contra los autores de los delitos sigu¡entes. Contra la salud,

defraudación, contrabando, delitos contra la hacienda pública, la economía hacional,

la segur¡dad del Estado, contra la const¡tución, contra el orden público, contra la

tranquilidad social, cohecho, peculado y negociac¡ones ilícitas, así como en los

casos de plag¡o o secuestro.

Durante el trámite del proceso, aquellas personas no podrán ser sometidas a

persecución penal respecto de los hechos de que presten declaración, siempre que

su dicho contribuya ef¡cazmente a delimitar la responsabilidad penal de los autores

de los mencionados delitos bajo estricta responsabilidad del l\.4¡nisterio Públ¡co, que

se establecerá en la efectiva invest¡gación del fiscal. En este caso, el juez de

primera instancia está obligado a autorizarlo, aplicándose de ofic¡o en esta

oportunidad el sobreseim¡ento correspondiente.
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La declarac¡ón se recibirá con observanc¡a de los requisitos de Ia prueba anticipada,

proced¡endo el agente fiscal que tiene a su cargo la investigación a determinar la

forma adecuada de presentación ante el juez respect¡vo. Si el fiscal tuviere que

trasladarse, el juez de primera instanc¡a que controla la investigación, con carácter

urgente y conforme a la ley, deberá en este caso, comisionar al juez competente

que junto al f¡scal deberá trasladarse a¡ lugar donde la persona se encuentra para

realizar la dil¡gencia.

El criterio de oportunidad a que se refiere los numerales de 1 al 5 de este artículo no

se aplicará a hechos delictivos cometidos por func¡onarios o empleados públicos con

motivo o ejerc¡c¡o de su cargo.

2.3 Procedimiento para apl¡car el cr¡terio de oporlun¡dad conforme la legislac¡ón

El Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la República de Guatemala

no especifica claramente un procedimiento o trámite a seguir, por ¡o tanto, queda el

Nil¡nisterio Público en libertad para que en cada caso y en atenc¡ón a una serie de

princip¡os como el de publicidad, celeridad, inmediación, busque los mecanismos mas

oportunos para solic¡tar la autorización del juez para otorgar la aplicación del criter¡o de

oportunidad. Dentro de los efectos que produce su aplicación, en el caso de los

numerales del 1 al 5 del Código Procesal Penal, la aplicación del criterio de oportunidad

provoca el archivo del proceso por el término de un año, al vencimiento del cual se

extingue la acción penal, salvo que se pruebe durante ese lapso que hubo fraude, error,

dolo, s¡mulación o violencia para su otorgam¡ento o s¡ surg¡eren elementos que



demuestren que la figura del¡ct¡va era más grave y que de haberse conocido no hubiere

permitido la aplicación del criter¡o de oportun¡dad. En el caso del numeral 6, la

apl¡cación del criter¡o de oportunidad produce la aplicación de oficio del sobreseimiento

correspond¡ente.

2.3.1 Función del M¡nisterio Público

Tal como lo establece la legislación, el Min¡ster¡o Público es una inst¡tución aux¡liar de la

administrac¡ón pública y de los tr¡bunales, encargada, conforme la Constitución Política

de la República de Guatemala, el Cód¡go Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso

de la Repúbl¡ca de Guatemala y la ley orgánica que regula su funcionamiento, del

ejercicio de la acción penal pública, así como de la investigación pre¡iminar para

preparar el ejercic¡o de la acción.

El AnÍculo 107 del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca

de Guatemala establece: Función: El ejercic¡o de la persecución penal corresponde al

N/inisterio Público como órgano auxiliar, conforme las disposiciones de este código.

Tendrá a su cargo específicamente el procedimiento preparatorio y la dirección de la

policía nacional en su función investigativa.

Es importante hacer énfasis en la posición que ocupa el l\,4inisterio Público en el

conciedo institucional y para ello, las reformas constituc¡onales de 1993 vinieron a

modificar las funciones de dichas ¡nstituc¡ón, quedando separada en dos pades, es

decir, división de func¡ones de la Procuraduría General de la Repúbl¡ca, como ente



encargado de la representación del Estado y el M¡nisterio Públjco, como encargado del

ejerc¡cio de la acción penal pública, atribuyéndosele al l\¡¡nisterio Público, funciones

autónomas, es decir, independencia funcional, administrativa, como un órgano que no

está subordinado a ningún otro, sino que ejerce sus funciones de persecuc¡ón penal y

al respecto se c¡ta lo que para el efecto establece el Artículo 3 de su ley orgán¡ca que le

concede autonomía en su ejecución financ¡era y presupuestaria, como uno de los

mecanismos para garant¡zar lo establec¡do en la ley y como lo indica su ley, se rige por

los siguientes princip¡os:

a) Princip¡o de Unidad: El M¡nisterio Público es único e indivisible lo que sigñifica que

cada uno de los órganos de la inst¡tución es representado íntegramente en la

medida en que su actuac¡ón está enmarcada en las atribuc¡ones correspondientes

al cargo y por ello, cada f¡scal cuando interviene en el proceso lo hace como

representante del ¡.4inisterio Público en su función de perseguir penalmente

conforme al principio de legalidad y no como ocurre con los jueces, por lo que no

podrá anularse una diligencia o bien dejarse de practicar alguna, justificando que

el f¡scal no tiene asignado el caso. Artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio

Público.

b) Principio de jerarquía: El l\¡¡nisterio Público, es una ¡nst¡tución organizada

jerárquicamente donde el fiscal general, es el jefe del Ministerio Público,

siguiéndole en el orden de jerarquía los fiscales de d¡strito y de secc¡ón, luego los

agentes f¡scales y los auxil¡ares fiscales, por lo que existe entre ellos una relación

de jerarquía y por consigu¡ente, la posib¡lidad de dictar instrucc¡ones y sanc¡ones



d¡sc¡pl¡narias. El consejo del Ministerio Públ¡co es un órgano fuera de la estructura

jerárqu¡ca, por lo que sus funciones son de asesoría y de control de las

¡nst¡tuc¡ones y sanciones ¡mpartidas por el fiscal general, la función del consejo es

de mucha importanc¡a, ya que s¡rve de equ¡libr¡o de la estructura jerárqu¡ca y está

compuesto por representantes del Congreso de la República, tamb¡én por fiscales

electos en asamblea de fiscales, tal como lo establece el Artículo 17 de su ley

orgán¡ca.

c) Pr¡nc¡pio de objetividad: La característica pr¡nc¡pal del enjuiciamiento penal en un

estado de derecho, es la separación de funciones entre las personas que detenten

la función jurisdicc¡onal de aquel que ejerce la función requirente y por ello, la

partic¡pación del ¡mputado y su defensor, que contradice la afirmación del

requirente conformándose aparentemente una relación de contrad¡cción entre el

acusador y el defensor y un tercero imparcial que dec¡de por sobre las panes.

Este tipo de enju¡c¡amiento es apegado al modelo acusatorio antiguo tomando

forma d¡stinta cuando lo llaman persecución penal pública, ya que no realiza su

actividad de un ¡nterés personal sino con el objeto de asegurar el cumplim¡ento de

la ley y por ello, no se les exige al Min¡sterio Público n¡ a los f¡scales que persigan

por cualquier costo y hecho, no parcialicen su juic¡o s¡no que se les obliga a

buscar la aplicación de la ley, investigar la verdad de los hechos y a cumplir con su

trabajo como lo establece este princ¡pio, regulado en el Artículo 1 de su ley

orgánica.
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Las consecuencias de este princip¡o pueden aplicarse durante todo el proceso, ya

sea en la etapa preparatoria, en el sobreseimiento o bien la clausura provisional,

ordenar el archivo, y en el debate al solicitar la absolución, apl¡car una pena

adecuada conforme al principio de culpabilidad, aplicando para ellos, criterios

señalados en el Código Procesal Penal.

Otra man¡festación del princ¡pio de objetividad es la posibilidad que el fiscal tiene

de recurrir a favor del imputado cuando se hayan violado sus derechos o b¡en el

fiscal considera que no está aplicando correctamente la ley.

Es importante establecer la necesidad que dentro de la normativa penal guatemalteca,

se regule el seguim¡ento para la apl¡cación de las reglas o abstenciones que

corresponden como parte de las medidas desjudicializadoras como es la apl¡cación del

criterio de oportunidad, el cual se encuentra regulado en el Artículo 25, 25 Bis,25 Ter,

25 Quater y 25 Quinqu¡es del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala y ello obedece a que cuando es sol¡c¡tada por los órganos

competentes, no se sabe a quién le corresponde su control, s¡ al juzgado de primera

instancia penal o al juzgado de ejecución, sobre el control o registro, pues es regular

que únicamente sea apl¡cado y resuelto por parte del juez de primera instancia penal,

que a criter¡o del autor, debiera corresponder al juez de ejecución su registro o control,

porque el hecho de que el juez de primera ¡nstanc¡a haya apl¡cado tal o cual regla o

abstenc¡ón, como pade de una sanción, su ejecución le corresponde por lo tanto, al

juez de ejecuc¡ón correspondiente.
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Ello pareciera ser lo correcto, pero en la actualidad, pero como es sabido, existen muy

pocos jueces de ejecución, principalmente en la ciudad cap¡tal, en donde conocen

únicamente dos toda la república y ello ¡ncrementaría el trabajo de éstos, pero tal como

lo ordena la ley, la Corte Suprema de Justic¡a, tiene la obligación de dotar de los jueces

necesarios para una efect¡va y efic¡ente administración de justicia.
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3. Los del¡tos ambientales y la necesidad de que se incluyan las medidas

socioambientales como parte de las reglas o abstenciones

El objetivo de cualquier ley relacionada con el medio ambiente es de controlar las

act¡v¡dades que afecten los recursos naturales renovables y de proveer lineamientos

para defin¡r los límites de contaminación aceptable, s¡tuación que conlleva la neces¡dad

de inclu¡r medidas socioamb¡entales que sirvan para prevenir, reducir, mitigar, restaurar

y compensar los daños ocasionados derivados del del¡to o en congruencia con los

mismos.

3.1 Delitosambientales

Cabe señalar que el tema de la protección del ambiente en que intervienen los estados

a través de la conformación de marcos normativos de carácter penal, no ha s¡do

desarrollado como debiera, prueba de ello, es lo que sucede en el caso de la legislación

penal guatemalteca al respecto, que si bien, el Cód¡go Penal, Decreto 17-73 del

Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala data de los años setenta, las reformas

respecto a delitos amb¡entales son recientes, como se verá más abajo.

Esto aunado a lo que sucede en el caso de las leyes ambientales que son diversas y

dispersas, que en varias se regulan apartados de sanc¡ones admin¡strativas y penales.
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De conformidad con lo anter¡or, en los últ¡mos tiempos se ha cons¡derado al medio

ambiente como un b¡en jurídico protegido por el Estado, de tal manera que se han

creado cuerpos normativos sancionadores al respecto, de una manera más seria. En

los códigos penales modernos las transgresiones están clasificadas según sus valores

protegidos, esto es, según el b¡en jurídicamente protegido. De esa manera, el derecho

penal asegura por med¡o de la sanción la protecc¡ón de los b¡enes reconocidos por el

legislador como d¡gnos de tutela estatal y de esa manera se establecen y describen en

las normas penales.

Sin embargo, dado lo reciente de la evolución del derecho ambiental, en la mayoría de

los códigos penales no se han contemplado los del¡tos contra el amb¡ente o contra la

naturaleza. Por ejemplo en Guatemala, las normas ex¡stentes al respecto, que son muy

pocas y recientes, y que se establecen con mayor prec¡s¡ón en el Cód¡go Penal, aunque

se sitúan en forma dispersa en otras leyes amb¡entales, como se dijo, y se encuentran

incluidas dentro de los delitos contra la colectividad, unos en contra de la salud,

fundamentalmente.

El bien jurídico del delito es aquel bien protegido penalmente y amenazado o les¡onado

por Ia conducta criminosa. "En los códigos penales modernos los delitos están

clasificados según los valores que tutelan, esto es, según el b¡en jurídicamente

proteg¡do, como se dijo antes, s¡n embargo, eslo ha ido en crecimiento en la medida en

que las autor¡dades y las soc¡edades se dan cuenta cada vez más de que se hace

necesar¡o pues los efectos de las contaminac¡ones, perjuicios en la salud, la seguridad
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decolect¡va, e incluso que trasciende a la realidad económica social de las empresas,

los propios estados en cuanto a su funcionamiento, etc."26

El rég¡men jurídico guatemalteco tiene su columna vertebral en el princip¡o de legalidad.

Este principio ordena que no puedan procesar criminalmente a una persona si el acto o

conducta cometida por d¡cha persona no está descrito como delito en el Código Penal o

en una ley especial. Entre otras cosas, se establece además, que la pena impuesta

debe estar en proporción al delito y no puede atentar contra la dignidad humana, en

forma directa e indirecta, y el proceso penal precisamente se encuentra revestido de

una serie de garanlías y derechos que parten de lo que ind¡ca tanto la Constitución

Política de la República de Guatemala, como los distintos instrumentos juríd¡cos

¡nlernacionales en materia de derechos humanos.

En el Cód¡go Penal, Decreto 17-73 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala se

regula en el título X los delitos contra la economía nacional, el comerc¡o, la industria y el

régimen tributar¡o, sin embargo, a juic¡o de quien escribe, no tendría nada que ver con

los delitos ambientales, pero se establece un capítulo que se ref¡ere a los delitos contra

la economía nacionaly elambiente, dentro de ellos se encuentran limitadamente:

a) Artículo. 343 Destrucción de materias primas o de productos agrícolas o

¡ndustr¡ales. Quien, destruyere materias pr¡mas o productos agrícolas o

industriales, o cualquier otro med¡o de producción, con grave daño a la economía

nacional o a los consumidores, será sancionado con prisión de uno a tres años y

'16 Rodas Mons¿lve. ob. c¡t. Pág. 138
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multa de trescientos a tres mil quetzales. Como se observa en este caso, existe

una conducta antijurídica que es sancionable, pero que no tiene relac¡ón con los

delitos que se pudieran cometer derivado del uso y abuso de los recursos hídricos.

b) Artículo. 344. Propagación de enfermedad en plantas o an¡males. Quien,

propague una enfermedad en animales o plantas, pel¡grosa para la riqueza

pecuaria o agrícola, será sancionado con multa de lresc¡entos a tres m¡l quetzales.

En igual sentido, respecto a esta conducta ilícita, no se relacionada en nada a los

recursos hídricos.

c) A¡1ículo. 345. Propagac¡ón culposa. Si el delito a que se refiere el adículo

anterior, fuere cometido culposamente, el responsable será sancionado con multa

de c¡ncuenta a un mil quetzales.

d) Artículo. 346. Explotación ilegal de recursos naturales. Quien, sin estar

debidamente autorizado, explotare comercialmente los recursos naturales

conten¡dos en el mar terdtorial y la plataforma submar¡na, así como en los ríos y

lagos nacionales, será sancionado con prisión de uno a tres años Y multa de

quinientos a c¡nco mil quetzales. Quedan exceptuados quienes pesquen o cacen

ocasionalmente, por deporte o para al¡mentar a su familia. En este caso,

ambiguamente ref¡ere a los recursos naturales, como puede ser el caso del agua,

sin embargo, no es claro y esto también obedece a la falta de conocimiento, a

juicio de quien escribe, de los legisladores al momento de redactar y crear la

norma penal.



e) Artículo. 347. Delito contra los recursos forestales. (Derogado). Este artículo

fue derogado, en virtud de que algunos ilícitos relacionados con los temas

forestales, se regulan en una ley especifica como lo es la ley forestal de

Guatemala. Lo anterior denota que en muchos casos puede ser notor¡o el hecho

de que las personas desconozcan los ¡lícitos relat¡vos al tema forestal, pues es

una ley diferente.

Arlículo 347"A". Contam¡nación. Será sancionado con pr¡sión de uno a dos años,

y multa de trescientos a cinco m¡l quetzales el que contaminare el a¡re, el suelo o

las aguas, med¡ante emanac¡ones tóxicas, ruidos excesivos, ven¡endo sustancias

peligrosas o desechando productos que puedan perjudican a les personas, a los

animales, bosques o plantaciones. S¡ la contam¡nación se produce en forma

culposa, se impondrá multa de dosc¡entos a mil qu¡nientos quetzales. Esta norma

penal si hace referencia de una manera un poco más d¡recta al agua, al aire, ruido

y en general a los recursos hídricos, cuando refiere acerca de las

contaminaciones, sin embargo, lo establece de una manera muy general, que

cuando se trata de tipif¡car conductas lesivas no pueden encuadrarse o se le

puede dar una interpretación extensiva que no cabe, por ejemplo, en materia

penal, cuando no favorece al procesado, Io que conllevaría que se favorec¡era la

impunidad o falta de just¡cia.

g) Artículo. 347 "B". Contam¡nac¡ón industrial. Se impondrá prisión de dos a d¡ez

años y multa de tres mil a diez mil quetzales, al Director, Adm¡nistrador, Gerente,

Titular o Beneficiario de una explotación industrial o actividad comercial que
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perm¡tiere o autor¡zare, en el ejercicio de la actividad comercial o ¡ndustrial, la

contaminación del aire, el suelo o las aguas, mediante emanaciones tóxicas,

ruidos excesivos, vertiendo sustancias pel¡grosas o desechando productos que

puedan perjudicar a las personas. A los animales, bosques o plantaciones. Si la

contaminación fuere realizada en una población, o en sus inmediaciones, o

afectare plantaciones o aguas destinadas al serv¡cio público, se aumentará el

doble del mínimo y un tercio del máximo de Ia pena de pr¡sión. Si Ia contaminación

se produjere por culpa, se impondrá pris¡ón de uno a cinco años y multa de mil a

cinco m¡l quetzales. En los dos adículos anteriores la pena se aumentará en un

tercio s¡ a consecuenc¡a de la contaminación resultare una alteración peimanente

de las cond¡c¡ones amb¡entales o climát¡cas.

h) Artículo.347 "C". Responsabilidad del funcionario. Las m¡smas penas indicadas

en el artículo anter¡or se aplicarán al funcionario público que aprobara la

¡nstalación de la explotación industr¡al o comerc¡al contaminante, o consintiere su

funcionamiento, si lo hiciere por culpa, se impondrá pr¡sión de seis. meses a un

año y multa de mil a cinco mil quetzales.

Artículo. 347 "E". Protección de la tauna. Se impondrá prisión de uno a c¡nco

años al que cazare an¡males, aves o ¡nsectos, sin autor¡zación estatal o

teniéndola, sin cumpl¡r o excediendo las condiciones previstas en la autor¡zación.

La pena se aumenlará en un tercio si la caza se realizare en área protegida o

parque nac¡onal.



Paradójicamente se comienza en tipificar conductas relacionadas con el uso y abuso de

los aspectos que comprenden el l\,4edio ambiente por un pr¡ncipio común del derecho

penal. La tipicidad en el derecho del ambiente no puede apartarse de la regla general

en material penal.

Se observa en algunas legislac¡ones una marcada tendencia a descr¡b¡r de manera

demasiado amplia los tipos penales, aún más se observa esta d¡ficultad en el caso de

los temas ambientales al punto de otorgar un poder de aprec¡ac¡ón aljuez muy dilatado,

como ejemplo se cita el hecho de que en el Código Procesal Penal, existe por lo menos

formalmente una competencia específica para los del¡tos amb¡entales, s¡n embargo, no

ex¡sten jueces especializados en estos, y conocen ¡ncluso, los que tienen competencia

para cualquier delito, ¡ncluyendo los relac¡onados con la narcoactividad, y esto

evidentemente ocasiona un perjuicio a Ia sociedad, precisamente por el poco

conocimiento que tienen los jueces de los del¡tos ambientales.

Las conductas para ser consideradas del¡tos ambientales deben ser descritas, como

para Ia protección de cualquier b¡en jurídico, con el suficienle nivel de detalle para evitar

un margen de acción demasiado amplio de interpretación. Contemplar delitos

demasiado vagos o genéricos llevaría no sólo a crear ¡nseguridad en el c¡udadano sino

que aparejaría la imposib¡l¡dad de su aplicación por parte de los jueces y autoridades.

"No basta simplemente d¡señar un núcleo esencial y luego dar pistas o señales al

intérprete, como por ejemplo siempre y cuando cause daños a los ecosistemas".27

'z7 claria olmedo, Jorge A. ob. c¡t. Pág. 17
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3.2 Las reglas o abstenciones del criterio de oportunidad

Conforme la legislación y la doctr¡na, las condiciones para que proceda la apl¡cación del

cr¡ter¡o de opodunidad son:

a) Que el M¡nisterio Públ¡co considere que el interés públ¡co o la segur¡dad

ciudadana no estén gravemente afectados o amenazados. Este requisito es muy

complejo, porque cuando se trata de delitos ambientales, inclusive, faltas de

carecer ambiental, el daño es irreversible y lesivo o grave para la sociedad.

Espec¡almente cuando se quiera determinar que el interés público no está

gravemente afectado, sin embargo, en muchos de los casos, y en la práctica la

gravedad o no de un delito, se basa en la cantidad de años que podría

corresponder a ese delito, y en el caso de los del¡tos ambientales, como se vio

arriba, generalmente no constituyen un ¡mped¡mento para que se solicite por parte

del l\,4¡nisterio Público la apl¡cación de medidas desjudicializadoras, como sucede

en el caso del cr¡terio de oportunidad.

b) Que el imputado hub¡ere reparado el daño ocas¡onado o exista un acuerdo con el

agrav¡ado. En este caso, es ¡mportante determinar que debe cumplirse el primer

supuesto de este ¡nciso, es dec¡r, que el imputado para que se le otorgue el cr¡terio

de oportunidad o cualquier otra medida desjud¡cial¡zadora, deb¡era reparar el

daño, este indistintamente si afecta a un ind¡viduo o a una colectividad, en este

caso, cuando se trata de delitos ambientales, generalmente, el afectado es la
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soc¡edad guatemalteca, lo cual implica entonces, que debe ser obligatorio la

reparación.

c) Que se otorguen las garantías para su cumpl¡miento en el que, incluso, se pueden

aplicar los usos y las costumbres de las diversas comunidades para la solución de

los conflictos, los princ¡pios generales del derecho o la equ¡dad, siempre que no se

v¡olen garantías constitucionales ni tratados internac¡onales en materia de

derechos humanos.

d) Se requiere prev¡amente el consentimiento del agraviado. Este es otro aspecto

que es difícil cumplir, pues el consentimiento del agraviado en los delitos

ambientales es la sociedad, tendría que realizarse a través de la ¡ntervención de

la Procuraduría General de la Nac¡ón, entidad que tiene la representac¡ón legal del

Estado, como representante de la sociedad, sin embargo, se cons¡dera que

sustituyendo el consent¡mienio para que se aplique un criterio de oportun¡dad o

cualquier otra medida desjud¡c¡alizadora, debiera ser el cumplimiento del pago de

daños y perjuicios como pade de las responsabilidades civ¡les, y con ello, el¡minar

el consentimiento.

e) La existencia de autorización judicial para poder abstenerse de ejercitar la acción

penal. Esto constituye una consecuencia del otorgamiento del criterio de

oportun¡dad o de cualquier otra med¡da desjudic;alizadora.
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En caso de que no ex¡sta una persona agraviada o afectada directamente, el

Min¡sterio Público o el síndico mun¡c¡pal en su caso, pueden solicitar al juez la

aplicación del criterio de oportun¡dad, siempre que el imputado repare los daños y

perju¡cios causados a la soc¡edad y oiorgue las garantías suficientes para su

resarcimiento en un p¡azo máx¡mo de un año. En caso de insolvenc¡a del imputado,

debe retribuir el daño soc¡al mediante la prestac¡ón de servicio soc¡al a la comunidad

en la actividad que se le designe judic¡almente en períodos de '10 a '15 horas

semanales, durante el lapso de un año, en el que deberá observar, además, las

normas de conducta y abstenc¡ón que se le señalen, las que son las siguientes, de

conformidad con el Adículo 25 Bis del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del

Congreso de la República de Guatemala:

Residir en lugar determ¡nado o someterse a la vigilancia que determine el juez.

La prohib¡c¡ón de visitar determinados lugares o personas.

Abstenerse del uso de estupefacientes o de bebidas alcohólicas.

Final¡zar la escolaridad primaria, aprender una profesión u oficio o segu¡r cursos

de capacitación en la institución que determine eljuez.

Realizar trabajo de ut¡l¡dad pública a favor del Estado o ¡nstituciones de

benef¡cencia, fuera de sus horarios habituales de trabajo.

Someterse a un tratamiento méd¡co o psicológico, s¡fuere necesario.

Proh¡bición de portación de arma de fuego.

Prohib¡c¡ón de sal¡r del país.

Prohib¡ción de conducir vehículos automotores.
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10. Permanecer en un trabajo o empleo, o adoptar en el plazo que el juez determine

un oficio, arte, ¡ndustr¡a o profesión, sino tuviere medios propios de subsistencia

De conform¡dad con las reglas o abstenciones anteriores es evidente de que las

mismas, aplicadas a la naturaleza juríd¡ca de los delitos ambientales no aplican, por lo

que este es el motivo principal de la realización del presente trabajo de investigac¡ón en

el sentido de que se incluyan medidas socioambientales como parte de las reglas o

abstenc¡ones en los delitos ambientales a los cuales se beneficia al ¡nfractor con la

aplicación de medidas desjud¡cializadoras, como el caso del criterio de oportunidad

3.3 Las medidas socioambientales

Previo a efectuar un análisis de lo que son las medidas socioamb¡entales, se consideró

importante establecer algunos aspectos relacionados con el derecho ambiental y su

v¡nculo con el derecho pena!.

La protección del medio ambiente, se encuentra a panir de lo que establecen al

respecto los diversos instrumentos jurídicos ¡nternacionales en materia de derechos

humanos y derechos amb¡entales, derecho a la salud, etc., en el caso del ordenamiento

jurídico interno, se encuentra la Const¡tución Polít¡ca de la República de Guatemala.

La Constitución Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, como el máximo ordenamiento

juríd¡co, establece una serie de preceptos conten¡dos en normas que llevan ¡mplícita la
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necesidad de que a través de leyes ordinar¡as se desarrolle que regulan aspectos

relevantes relat¡vos al medio ambiente. La normativa impodante es la siguiente:

a) Artículo 1'. Protecc¡ón de la persona. El Estado de Guatemala se organiza para

proteger a la persona y a la fam¡l¡a, su fin supremo es la realización del bien

común. De acuerdo a la descripción de esta norma constitucional, se establece

que el Estado tiene la obligación de garantizarle a los ciudadanos, el bienestar y

dentro de los cuales, puede citarse lo relativo al medio ambiente.

b) Artículo 2. Deberes del Estado. El deber del Estado es garantizarles a los

habitantes de la República la v¡da, la l¡bertad, la justicia, la seguridad, la paz y el

desarrollo ¡ntegral de ¡a persona. Dentro de los deberes, que enc¡erra la seguridad,

la paz, conlleva también considerar que la conservación del medio ambiente, es

garant¡zar al ciudadano una vida en paz, sin alteración del orden común de la v¡da,

la seguridad y el desarrollo integral de la persona.

c) Artículo 3'. Derecho a la v¡da. El Estado garantiza y protege la v¡da humana

desde su concepción, así como la integr¡dad y la seguridad de la persona. Dentro

de las garantías, también está la ambiental, porque si no ex¡ste una forma de v¡da

sana, adecuada, de acuerdo con los pr¡nc¡pios naturales, no existe paz, y por lo

tanto, no hay protección de la vida.

d) Adículo 64. Patrimon¡o natural. Se declara de interés nac¡onal la conservación,

protección y mejoramiento del patrimonio natural de la nación. El Estado
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fomentará la creación de parques nacionales, reservas y refugios naturales, los

cuales son ¡nalienables. Una ley garant¡zará su protecc¡ón y la de la fauna y la

flora que en ellos exista.

e) Artículo 93. Derecho a la salud. EI goce de la salud es derecho fundamental del

ser humanos, sin discriminación alguna.

Artículo 97. Med¡o ambiente y equilibrio ecológico. El Estado, las

Municipalidades y los habitantes de¡ terr¡torio nacional, están obligados a prop¡ciar

el desarrollo social, económico y tecnológico que prevenga la contamináción del

amb¡ente y mantenga el equilibrio ecológico. Se dictarán todas las normas

necesarias para garantizar que la utilización y el aprovechamiento de la fauna, de

la flora, de la tierra y del agua, se realicen rac¡onalmente, evitando su

depredación.

g) Artículo 1 18. Régimen económico y soc¡al. Principios del régimen económico y

social. el régimen económico social de la República de Guatemala, se funda en

principios de justic¡a soc¡al. Es obligación del Estado orientar la economía nac¡onal

para lograr la utilización de los recursos naturales y el potencial humano, para

incrementar la riqueza y tratar de lograr el pleno empleo y la equitativa distribución

del ¡ngreso nacional. Cuando fuere necesario, el Estado actuará complementando

la iniciat¡va y la actividad pr¡vada, para el logro de los fines expresados.
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h) AnÍculo 119. Obligaciones del Estado. Son obligaciones fundamentales del

Estado:

i)

1) Promover el desarrollo económ¡co de la nación, est¡mulando la in¡ciativa en

actividades agrícolas, pecuarias, industr¡ales, turísticas y de otra naturaleza.

2) Promover en forma s¡stemática la descentral¡zación económica,

admin¡strativa, para lograr un adecuado desarrollo regional del país.

3) Adoptar las med¡das que sean necesarias para la conservación, desarrollo y

aprovecham¡ento de los recursos naturales en forma eficiente.

4) Velar por la elevación del n¡vel de vida de todos los habitantes del país,

procurando el bienestar de Ia familia.

5) Fomentar y proteger la creación y func¡onamiento de cooperativas,

proporcionándoles ayuda técnica y financiera necesaria.

6) Otorgar incentivos, de conformidad con la ley, a las empresas industriales

que se establezcan en el interior de la República y contribuyan a la

descentralización...".

Artículo 125. Explotac¡ón de recursos naturales no renovables. Se declara de

util¡dad y necesidad públ¡cas, la explotac¡ón técnica y racional de h¡drocarburos,
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minerales y demás recursos naturales no renovables. El Estado establecerá y

prop¡c¡ará las condiciones propias para su explotac¡ón, exploración y

comercialización.

Artículo 126. Reforestación. Se declara de urgencia nac¡onal y de interés social,

la reforestación del país y la conservación de los bosques. La ley determinará la

forma y requis¡tos para la explotación racional de los recursos forestales y su

renovación, incluyendo las resinas, gomas, productos vegetales, silvestres no

cultivados, y demás productos sim¡lares, y fomentará su industrial¡zación. La

explotación de todos estos recursos, corresponderá exclusivamente a personas

guatemaltecas, individuales o jurídicas. Los bosques y la vegetación en las

riberas de los ríos y lagos y en las cercanías de las fuentes de agua, gozarán de

especial protección.

Adículo 127. Régimen de aguas. Todas las aguas son bienes de dominio

públ¡co, inal¡enables e imprescr¡ptibles. Su aprovechamiento, uso y goce se

otorgara en la forma establecida en la ley específica que regulará esta materia.

Artículo 128. Aprovechamiento de aguas, lagos y ríos. El aprovechamiento de

las aguas de los lagos y de los ríos, para fines agrícolas, agropecuarios, turísticos

o de cualquier otra naturaleza, que contr¡buya al desarrollo de la economía

nacional, está al servicio de la comunidad y no de persona part¡cular alguna, pero

los usuarios están obl¡gados a reforestar las riberas y los cauces

correspondientes, así como a facilitar las vías de acceso.



á$'r,j?\
lÍl ¡tc¡n¡¡¡ 'iFl

F"",-.Fs7
\31"-t'l

También se encuentra la Ley para la Protecc¡ón y Mejoramiento del l\¡edio Ambiente.

Esta ley se encuentra contenida en el Decreto 68-86 del Congreso de la República de

Guatemala, y tiene como inspiración fundamental la declaración de los principios de las

resoluciones de la histórica conferencia de las Naciones Un¡das, en 1972, celebrada en

Estocolmo, Suecia.

En el Artículo 20 establece que el órgano encargado de la aplicación de la ley, es la

Comisión Nacional del Medio ambiente, que dependerá directamente de la presidencia

de la República y su función será de asesorar y coordinar todas las acciones

lend¡entes a la formulación y aplicac¡ón de la política nacional, para Ia protecc¡ón y

mejoramiento del medio ambiente, prop¡ciándola a través de los correspondientes

ministerios de Estado, Secretaria General del Consejo Nacional de Planificación

Económica y dependencias descentralizadas, autónomas, semiautónomas, municipales

y del sector privado del país.

Esta comisión se encuentra integrada de un coordinador quien es quien la preside y un

consejo técnico asesor. Dentro de los aspectos normativos y sancionadores que

cont¡ene la ley, se encuentran:

a) La obligación del Estado, las municipalidades y los habitantes del terr¡torio

nac¡onal, de contribu¡r al desarrollo socioeconómico, científico y tecnológico con la

prevención de la contaminación del medio ambiente, que mantenga el equilibrio

ecológico y en cuanto a fauna, flora, suelo, subsuelo, agua, etc.



b) La proh¡b¡ción de que ingrese al país, reservor¡o de desperdicios contaminados del

medio ambiente o radioact¡vos, en los cuales se encuentre prohibida su utilización,

así como la introducción por cualqu¡er vía de los excrementos humanos o

animales, basura dom¡c¡l¡arias o municipales, y sus derivados.

c) Para todo proyecto, obra, industria o cualqu¡er activ¡dad que por sus

características puedan producir deterioro de los recursos naturales renovables o

no, al ambiente o introducir modificaciones nocivas o notorias al paisaje y a los

recursos culturales del patrimonio nac¡onal, será necesario un estudio de impacto

ambiental realizado por técn¡cos en la materia y aprobado por la comisión del

medio amb¡ente.

Como se observa, existen en las normas señaladas anter¡ormente, principios

ambientales que propugnan por intervención del Estado, primeramente, y esta

inlervenc¡ón debe ser a través de Ia adopción de medidas. Estas medidas, resulta difíc¡l

s¡ el Estado las está implementando porque de acuerdo a las leyes ambientales, y

especialmente de carácter penal, tienen eso, precisamente, el carácter sancionador y

no preventivo.

De todas formas, está claro que la preocupación del hombre por la conservación de su

entorno es muy antigua, s¡n embargo como disciplina científica en términos estr¡ctos, el

derecho ambiental es de reciente creac¡ón y data de la conferencia de las Naciones

Unidas sobre el medio ambiente humano. En esta oportunidad la Asamblea General de

la Organ¡zación de las Naciones Unidas, aprobó la declaración de Estocolmo, en 1972,



sobre el entorno humano, cuyo Princip¡o 1

fundamental a la libertad, a la igualdad y

adecuadas en un medio amb¡ente de calidad

gozar de bienestar...." '?8

establece: "El hombre tiene el derecho

al d¡sfrute de las condiciones de vida

tal que le permita llevar una vida digna y

En consecuencia, se está hablando de un derecho prácticamente nuevo para todos los

autores de la jur¡dicidad amb¡ental, por tal razón la doctrina discute actualmente sobre

su contenido, naturaleza y hasta su correcta denominación. Esto es una forma de

disculpa hacia el Estado de no tener políticas de prevención a través de la adopción de

med¡das socioamb¡entales, como las que se proponen en el presente trabajo de

¡nvestigación.

El surgimiento del derecho del amb¡ente dentro de nuestra legislac¡ón y en las

leqislac¡ones del resto de países del mundo, es relativamente nuevo, y nace de las

amenazas constantes que sufre el med¡o amb¡ente y de la toma de conc¡encia por pade

de la humanidad de una mejor protecc¡ón a nuestras condiciones de vida.

Entonces, debiera exist¡r mecanismos de protecc¡ón en el orden administrativo, como

penal. Debe regularse en base a una serie de garantías que el Estado debe br¡ndar a

los ciudadanos y son fundamentalmente las s¡guientes:

1. El derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equil¡brado y l¡bre

contaminación. Una ley debe establecer las restricciones al ejerc¡c¡o

determinados derechos y libertades, para proteger el medio ambiente.

'z3 Declaración d€ Estocolmo en 1972, sobre elentorno humano. Páe. 3

de

de
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2. El derecho a vivir en un ambiente sano t¡ene el m¡smo estatus de otros derechos

fundamentales como el derecho a la vida, a la libertad, al trabajo, y sin duda

porque ninguno de los nombrados podría existir s¡n un med¡o ambiente sano, es

dec¡r que const¡tuye un requisito necesario para que existan los otros derechos.

3. En la nueva perspectiva, se conf¡guran como objeto de la tutela jurídica, los

factores y elementos amb¡entales como el aire, el agua, el suelo, la flora y la

fauna, es decir, los recursos naturales en sí m¡smos considerados, sin perju¡c¡o de

reconocer que al protegerlos, también se defiende otros bienes del ser humano,

en virtud de que el atentado al ecos¡stema repercute a corto, mediano o largo

plazo en las condiciones existenciales del ser humano.

4. En la legislación ambiental generalmente t¡ene sancjones de carácter

administrativo o civ¡les, y en casos espec¡ales, penales por alguna infracción de

tipo amb¡ental; es dec¡r, que si una persona natural o jurídica ocasionaba algún

daño ambiental, en contra de un individuo o colectividad, primeramente se le

sanciona sólo pecuniar¡amente y con multas que por regular no guardaban

relac¡ón con la magnitud del daño ocasionado, porque este no es cuant¡ficado por

un ente válidamente creado. Es por este mot¡vo y por Ia cantidad de inlracciones y

del¡tos de mayor escala que se producen y que atentan contra el medio ambiente,

que el legislador se vio en la obl¡gación de insedar dentro de la normativa pena¡

las infracc¡ones y delitos contra el medio ambiente.
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3.4 Análisis de legislación comparada

El análisis es en base a la regulación const¡tucional, estatutar¡a y regulatoria,

concerniente al amb¡ente, de textos legales, lnternacionales.

3.4.1 República de Ecuador

Al hacer una rev¡s¡ón de la leg¡slación extranjera, se ha seleccionado este paÍs, por

considerar que en casos similares a Guatemala, cuenta con normat¡va dispersa, que

qu¡zás en ese país, como sucede en Guatemala, sea un obstáculo para que estas

normas efectivamente se cumplan.

Dentro de los aspectos más imponantes de señalar, se encuentran:

'1. La ley se denomina Ley de Prevenc¡ón y Control de la Contam¡nación Ambiental,

se encuentra conten¡da en el decreto supremo 374 y su nombre concuerda con el

contenido, porque dentro del m¡smo se citan medidas preventivas, que son las que

interesan a Ia ponente para la fundamentación del presente trabajo.

2. Dentro de los fundamentos de esta ley se encuentra que es deber del Estado

Ecuatoriano precautelar la buena util¡zación y conservación de los recursos

naturales del país, en pro del bienestar ind¡vidual y colectivo; Que el actual

desarrollo industr¡al en el Ecuador obliga a que se oriente con sentido humano y

esenc¡almente cualitativo la preservación del ambiente; Oue es preciso y urgente

establecer una política a nivel nac¡onal, que arbitre las med¡das de un justo
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equilibrio entre su desarrollo tecnológico y el uso de los recursos del ambiente;

Oue el Ministerio de Salud, consciente de esta realidad, ha elaborado un proyecto

de ley, que ha sido estudiado y aprobado por la comisión de legislac¡ón.

3. Se conformó un comité interinstitucional de protección del amb¡ente. Así como un

apartado que se refiere a la prevención y control de la contaminación del aire. En

este aspecto, se establece que queda prohib¡do expeler hacia la atmósfera o

descargar en ella, s¡n sujetarse a las correspond¡entes normas técnicas y

regulaciones, contaminantes que, a juicio del Ministerio de Salud, puedan

perjudicar la salud y vida humana, la flora, la fauna y los recursos o bienes del

Estado o de particulares o constituir una molestia.

Para los efectos de esta Ley, serán considerados como fuentes potenc¡ales de

contaminación del aire: a) las añificiales, originadas por el desarrollo tecnológico y

la acción del hombre, tales como fábricas, calderas, generadores de vapor,

talleres, plantas termoeléctricas, refinerías de petróleo, plantas quím¡cas,

aeronaves, automotores y similares, la incinerac¡ón, quema a cielo ab¡erto de

basuras y residuos, la explotación de materiales de construcción y otras

actividades que produzcan o puedan producir contaminac¡ón; y, b) las naturales,

ocasionadas por fenómenos naturales, tales como erupciones, precipitaciones,

sismos, sequías, deslizam¡entos de tierra y otros. Se sujetarán al estudio y control

de los organismos determinados en esta ley y sus reglamentos las emanaciones

proven¡entes de fuentes artificiales, móviles o fijas, que produzcan contaminación

atmosférica.
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Las actividades tendientes al control de la contaminación provocada por

fenómenos naturales son atr¡buc¡ones directas de todas aquellas ¡nstituciones que

t¡enen competenc¡a en este campo. Será responsabilidad del Minister¡o de Salud,

en coord¡nación con otras lnstituciones, estructurar y ejecutar programas que

involucren aspectos relacionados con las causas, efectos, alcances y métodos de

prevenc¡ón y control de la contaminación atmosférica.

Las instituciones públicas o privadas interesadas en la instalación de proyectos

industriales, o de otras que pudieran ocasionar alteraciones en los sistemas

ecológ¡cos y que produzcan o puedan producir contaminación del aire, deberán

presentar al Min¡sterio de Salud, para su aprobación previa, estudios sobre el

impacto amb¡entaly las medidas de control que se proyecten aplicar.

4. Existe un apanado que se establece para la prevenc¡ón y control de la

contaminación de las aguas. Sus normas son: Queda prohibido descargar, sin

sujetarse a las correspondientes normas técnicas y regulaciones, a las redes de

alcantar¡llado, o en las quebradas, acequias, ríos, lagos naturales o art¡f¡c¡ales, o

en las aguas marítimas, así como infiltrar en terrenos, las aguas residuales que

contengan contam¡nantes que sean nocivos a Ia salud humana, a la fauna, a la

flora y a las prop¡edades. El lnstituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos

(lNERHl), en coordinación con los l\4inisterios de Salud y Defensa, según el caso,

elaborarán los proyectos de normas técn¡cas y de las regulaciones para autorizar

las descargas de líquidos res¡duales, de acuerdo con la calidad de agua que deba

tener el cuerpo receptor.



5. Un apartado que se ref¡ere a la prevención y control de la contaminación de los

suelos. Al respecto refiere: Queda prohibido descargar, s¡n sujetarse a las

correspondientes normas técnicas y regulaciones, cualqu¡er t¡po de contaminantes

que puedan alterar la calidad del suelo y afectar a la salud humana, la flora, Ia

fauna, los recursos naturales y otros bienes. Para los efectos de esta ley, serán

considerados como fuentes potenciales de contaminación, las substancias

radioactivas y los desechos sól¡dos, líquidos o gaseosos de procedencia industrial,

agropecuar¡a, municipal o doméstica. El l\ilinisierio de Agricultura y Ganadería

limitará, regulará o prohib¡rá el empleo de substancias, tales como plaguicidas,

herb¡c¡das, fertilizantes, desfoliadores, detergentes, mater¡ales radioáct¡vos y

otros, cuyo uso pueda causar contaminación. El lvl¡nisterio de Salud, en

coordinación con las municipalidades, planificará, regulará, normará, Iimitará y

supervisará los sistemas de recolección, transpone y dispos¡c¡ón final de basuras

en el med¡o urbano y rural. En igual forma este Ministerio, en coordinación con la

Comisión Ecuator¡ana de Energía Atóm¡ca, limitará, regulará, planif¡cará y

superv¡sará todo lo concerniente a la disposición f¡nal de desechos radioactivos de

cualqu¡er or¡gen que fueren.

Las personas naturales o jurídicas que ut¡licen desechos sólidos o basuras,

deberán hacerlo con sujeción a las regulaciones que al efecto se dictará. En caso

de contar con sistemas de tratamiento privado o industrializado, requerirán la

aprobación de los respectivos proyectos e instalaciones, por pade del Ministerio

de Salud.
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El Ministerio de Salud regulará la dispos¡ción de los desechos provenientes de

productos industriales que, por su naturaleza, no sean b¡odegradables, tales como

plásticos, vidrios, aluminio y otros.

Tiene un apanado que se refiere a las sanciones y d¡ce: Se concede acción

popular para denunciar ante las autoridades competentes, toda actividad que

contamine el medio amb¡ente. Son supletorias de esta ley, el Código de la Salud,

la Ley de Aguas, el Código de Pol¡cía l\.4arítima y las demás leyes que rigen en

materia de aire, agua, suelo, flora y fauna.

3.4.2 República de Venezuela

En este país se encuentra un Código Orgánico del Amb¡ente, y dentro de los aspectos

más importantes de señalar se encuentran:

1. Este código tiene por objeto dictar las normas or¡entadas a la conservación,

defensa, mejoramiento y restauración del ambiente, según cr¡terios de equ¡dad,

que garanticen el desarrollo ecológicamente sustentable y la disponibilidad

permanenle de los recursos naturales, así como establecer las sanc¡ones a las

conductas contrarias a estos principios.

2. Establece una serie de defin¡ciones que las contemplan las leyes ambientales a

panir del Artículo 2, y como algo importante de señalar es lo establecido en el

Adículo 5 que indica que el Estado y los particulares t¡enen la obligación de
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participar en la conservación y aprovechamiento sustentable de los b¡enes

juríd¡cos ambientales, que son de ut¡l¡dad pública e ¡nterés social. Se declaran

además de utilidad pública la conservación, defensa, el mejoramiento y la

restauración del amb¡ente.

3. Otro aspecto ¡mportante de señalar de esta ley es lo que ¡nd¡ca el Adículo 8 que

dice que el Estado establecerá los incentivos económicos que fueren necesarios,

para aquellas actividades dir¡gidas a la conservación, defensa, mejoram¡ento y

restauración del ambiente y a su aprovechamiento ecológ¡camente sustentable.

4. En materia de daño ambiental y medidas de prevenc¡ón de carácter ambiental,

resulta ¡mportante señalar lo que ¡nd¡ca el Artículo 11 que d¡ce: La falta de certeza

científ¡ca no podrá serv¡r de fundamento para postergar la adopción de las

medidas que fueren necesarias para ¡mpedir el daño amb¡ental, siempre que sea

ev¡dente el r¡esgo para los bienes jurídicos ambientales.

5. Existe una normativa específica respecto a la política ambiental, y esta se basa en

la conservación, defensa, meioramiento, y restaurac¡ón del amb¡ente. En ese

sentido el Artículo 19 indica; El Estado reconoce la importancia de la diversidad

cultural y de los conocimientos asociados que sobre la diversidad biológ¡ca t¡enen

las comunidades locales e indígenas, e igualmente reconoce los derechos que de

ellos se deriven.
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6. Establece una forma de planificación ambiental, que es obligación del Estado y

que tiende al logro del equilibr¡o entre el desarrollo socioeconóm¡co y la

conservac¡ón y uso sustentable de la diversidad biológ¡ca a los fines de satisfacer

los derechos de las generaciones futuras.

7. Existe una procuraduría nacional del ambiente que conforme el Anículo 29 al

respecto indica: corresponde a la procuraduría nacional del ambiente ejercer la

representación del interés públ¡co, en los procesos penales y civ¡les a seguirse

contra los sujetos de delitos e infractores de este código, de las leyes especiales y

los reglamentos. La procuradurÍa nac¡onal del amb¡ente estará a cargo y bajo la

dirección del procurador nac¡onal del ambiente, con el auxil¡o de los demás

funcionar¡os que aquí se determ¡nan.

8. A padir del Anículo 36 se regulan los ¡nstrumentos e incentivos económ¡cos que

se otorgan a las personas naturales o jurídicas que efectúen ¡nversiones para la

conservac¡ón, defensa, mejoram¡ento de los bienes juríd¡cos ambientales.

9. A partir del Artículo 45 se establece lo que es la ordenación del terr¡torio, como

elemento fundamental del desarrollo y mejoramiento del medio ambiente, así

también se conforma a partir del Artículo 54 el Plan Nacional de Ordenación del

Territorio.

10. Se regula en el ArtÍculo 136 en adelante, las variables ambientales urbanas, y se

def¡nen como los aspectos ambientales a ser considerados como variables
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urbanas fundamentales son: a) Areas de protecc¡ón, b) Relación entre Ia

urbanística y la red pr¡maria de drenaje, c) El clima, d) La vegetación, el relieve y

el suelo, e) Medidas para el control de la contam¡nación ambiental tanto en los

planes urbanísticos como en los proyectos de urbanización.

1 1 . También regula a part¡r del Adículo 155 la educación ambiental y la participación

ciudadana y refiere: Las dispos¡ciones del presente l¡bro tienen por objeto señalar

los pr¡ncip¡os y cr¡terios y señalar políticas que orienten los procesos de educación

ambiental y la part¡c¡pación de la comunidad organizada, de manera de fomentar

camb¡os de conducta en los ¡ndiv¡duos y en el colectivo a fin de fograr su

part¡c¡pac¡ón activa en la conservación, defensa, mejoramiento y restauración del

ambiente.

Con respecto a la participación ciudadana, el Artículo 171 d¡ce: La acción para

conservación, defensa, mejoram¡ento y restauración del amb¡ente, es una tarea

conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad, las organizaciones no

gubernamentales, organizaciones comunitar¡as y el sector privado. El Estado

proveerá los mecanismos para la efectiva part¡c¡pación de la comunidad

organizada en los procesos de planificación, de investigación y vigilanc¡a, así

como para la protecc¡ón de sus derechos e intereses, tanto colectivos como

¡ndiv¡duales, en los términos establecidos en este cód¡go. Artículo 173.- Toda

persona natural o juríd¡ca estará leg¡timada para accionar en sede administrativa o

judicial, en defensa y protección del amb¡ente.
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12. En el At1ículo 224 se regulan los estímulos económicos y fiscales, dirigidos a

protección y uso sustentable de la d¡versidad b¡ológica.

13. Establece también como medidas de prevenc¡ón el tratamiento de las áreas de

desastre. EI Artículo 328 dice: Se entiende por área de desastre cualquier espac¡o

del terriiorio nacional que haya s¡do sometido a un evento natural o provocado,

que haya provocado grave afectac¡ón al ambiente por haberse producido

modificación fisiográfica, geomoíológ¡co, rodamiento de capa vegetal o

destrucc¡ón parcial o total del urbanismo existente

14. También a panir del Artículo 330 la determinac¡ón de las áreas naturales

protegidas de ¡nterés internac¡onal. A partir del Adículo 364 se regulan aspectos

importantes relacionados con la part¡cipación de la sociedad civil en la gestión de

las aguas. Artículo 364.- Se deberá fortalecer la panicipación de la sociedad civil

en la gestión integral de las aguas mediante acciones educativas y culturales que

conduzcan a un cambio de actitudes en los usuar¡os y en la colect¡v¡dad en

general, sobre la necesidad de conservar estos recursos y sus cuencas

h¡drográficas, asícomo el desarrollo de programas educativos v¡nculados a ellos

15. Artículo 365.- La padicipac¡ón de los usuarios de las aguas en la conservac¡ón del

recurso y de las cuencas hidrográficas, será objeto de reglamentación por pane

del ejecutivo nac¡onal por órgano del l\ilinisterio del ambiente y de los recursos

Naturales, donde se establecerán las variables a tomar en cuenta en Ia

determinac¡ón de los aportes financieros necesaíos para la ejecución de los
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programas de conservación, así como otras modalidades de participación en

d¡chos programas.

'16. En el Artículo 398 se regula la necesidad de crear el inventario nacional de suelos.

Así también se crea el consejo nacional de prevención y extinc¡ón de incend¡os de

vegetación, los desmontes, el pastoreo, repoblac¡ón forestal y los

aprovechamientos forestales.

17. Se regula iambién la afectac¡ón que produce las armas de caza y el Artículo 509

d¡ce: A los efectos del aprovechamiento de Ia fauna silvestre, el porte uso y

tenencia de armas de caza se reg¡rá por las disposiciones que para tal fin dicte el

ejecutivo nacional.

18. Así también a partir del Aftículo 5'15 las especies de ornato, canto y las mascotas.

Artículo 515.- A los fines de este código se consideran como animales de ornalo y

canto, a lodas aquellas especies de aves de hermoso plumaje, colorido o canto

melodioso. El l\¡¡nisterio del amb¡ente y de los recursos naturales elaborará la lista

y dictará las medidas de uso y mov¡l¡zación. Artículo 516.- El l\,4inister¡o del

Ambiente y de los recursos naturales creará y reglamentará la creac¡ón del

registro nacional de animales silvestres en caut¡verio, con la finalidad de legalizar,

controlar y regular la tenencia de ejemplares de la fauna silvestre, en un lapso de

noventa (90) días.

67



19.

Á"t'D'":\
(i'9"*ii-,i

A paftir del Artículo 517 se regula lo relat¡vo a Ia calidad ambiental. Artículo 517.- 
\3-t/

El presente libro tiene por objeto establecer las normas para el control de la

contaminación y las condiciones bajo las cuales se debe realizar el manejo de los

mater¡ales peligrosos y rad¡oact¡vos, y desechos sólidos y peligrosos. Artículo

518.- Las personas naturales o jurídicas, públ¡cas y privadas que realizan

actividades capaces de degradar el ambiente, deberán contar con la tecnología y

personaltécnico aprop¡ado para una adecuada gestión ambiental.

20. De la calidad del aire. Artículo 520.- Todos deben contribuir con el mejoramiento

de Ia calidad del aire y la previs¡ón y control de la contaminac¡ón atmosférica

produc¡da por fuentes fijas y móviles capaces de generar emisiones gaseosas y

panículas.

21. De la cal¡dad de las aguas. Artículo 538.- Todos deben atender a la conseruación

y uso racional del recurso hídrico, como factor para asegurar una mejor calidad de

vida, y como requ¡sito ¡nd¡spensable a los efectos de garantizar su permanencia

para las futuras generac¡ones.

22. De los materiales peligrosos y desechos sólidos y peligrosos. Artículo 551.- Los

desechos sól¡dos de or¡gen doméstico, comerc¡al, industrial o de cualquier

naturaleza que no sean peligrosos, deben ser depositados, almacenados,

recolectados, transpodados, recuperados, reut¡lizados, procesados, reciclados,

aprovechados y dispuestos f¡nalmente de manera de que se prevengan y

controlen sus potenciales ¡mpactos negativos sobre la salud y el ambiente. Artículo



/'''::li"jiP>'
/q"^. '¿-\

\als "¡31\e"z
552.- La prestac¡ón de los senr'ic¡os y la activ¡dad normativa del régimen jurídico

de la recolección, transporte, tratamiento, aprovechamiento y disposición final de

los desechos sólidos corresponde al municip¡o. Cuando sea necesario, los

municipios podrán constitu¡r mancomun¡dades para la adecuada prestación del

serv¡c¡o señalado en este adículo.

23. De los mater¡ales y desechos peligrosos. Artículo 554.- El manejo de materiales

peligrosos tendrá como objetivo su recuperación para el reuso, rec¡claje,

regeneración o aprovecham¡ento a escala industrial o comerc¡al, con el propósito

de alargar su vida útil, min¡mizar la generación y destrucc¡ón de desechos

peligrosos y propic¡ar las actividades económicas que empleen estos procesos o

se surtan de estos materiales.

24. De los desechos peligrosos provenientes de establecimientos de salud.

Artículo 563.- Los desechos provenientes de establecimientos relacionados con el

sector salud, centros de investigación bioméd¡ca o cualqu¡er otro ente capaz de

generar contaminación o infección microbiana, deberán ser almacenados,

recolectados, transportados, procesados, tratados y dispuestos f¡nalmente, de

manera que se prevengan y controlen sus potenciales impactos negativos sobre

la salud y el amb¡ente. El ejecutivo nacional, med¡ante decreto, dictará las normas

que regirán el manejo de los desechos a los que hace referencia este artículo.
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Artículo 564.- Los restos humanos procedentes de establec¡mientos de salud,

centros de anatomía o afines, deben ser cremados o incinerados en un incinerador

registrado para desechos infecciosos o enterrados diariamente en un area

destinada para tal efecto en el cementerio, de conformidad con los reglamentos

v¡gentes para inhumación de restos humanos.

Artículo 565.- Los desechos peligrosos constitu¡dos por desechos infecciosos,

patológicos, restos de animales y cualqu¡er otra materia putrescible, que por

razones san¡tar¡as amer¡te su incineración, podrán incinerarse en incineradores

patológicos, crematorios municipales e ¡ncineradores industriales diseñados y

construidos especialmente para quemar estos desechos, los cuales deberán estar

dotados de tecnologías o equ¡pos de control necesarios para garantizar el

cumplimiento de las normas de emisiones atmosfér¡cas y contar con las

instalaciones, personal y facilidades necesarias para rec¡bir y almacenar

temporalmente estos desechos, de manera que no const¡tuyan fuentes de malos

olores ni de propagación de insectos vectores o reservorios de enfermedades.

Añículo 566.- Los medicamentos vencidos, fuera de especificación o que se

retiren de la venta por razones sanitar¡as deberán ser inc¡nerados en incineradores

para desechos patológicos, despojándolos de sus empaques plást¡cos, de vidr¡o

y/o metal, y dosificándolos con la carga orgánica de manera que no se exceda la

capacidad de carga del incinerador ni se alteren las emisiones gaseosas. Esta

operación deberá ser notificada con anterioridad al lvlinisterio del ambiente y de los

recursos naturales, presentando las características de los medicamentos y del
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inc¡nerador en donde se efectuará el proceso de destrucción. En todo caso, un

func¡onario debidamente cal¡f¡cado de este organismo deberá estar presente al

momento en que se efectúe el proceso de destrucción.

Artículo 567.- Cualquier otro desecho peligroso sólo deberá incinerarse en una

instalación espec¡al para desechos peligrosos.

25. Del manejo de material radiactivo. Artículo 569.- Todo el que importe, fabrique,

transpone, almacene, comercie o emplee con fines industriales, comerciales,

c¡entíficos, médicos o cualqu¡er otro fin aparatos capaces de generar radiac¡ones

¡onizantes o sustancias radiactivas, deberá tomar las medidas que garant¡cen su

manejo adecuado para salvaguardar la salud y el amb¡ente, establecidas en la

norma técnica respectiva.

26. Del ruido, las radiac¡ones electromagnéticas y otras molest¡as ambientales.

Artículo 572.- Las fuentes fijas o móviles de ruidos contaminantes deberán adoptar

las medidas y controles necesar¡os para prevenir riesgos a la salud o perju¡cios

para los bienes, los recursos naturales y el ambiente. A tales efectos, el Ejecut¡vo

Nac¡onal, mediante decreto, los niveles de ruido tolerables para los distintos tipos

de fuentes y espac¡os donde estos se generan.

27. Apanir del Artículo 576 se regula la normativa sobre el control de las act¡vidades

capaces de degradar el ambiente. Artículo 576.- Las disposic¡ones del presente

L¡bro tienen por objeto establecer los lineam¡entos para el ejercicio del control
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los ámbitos de la ordenac¡ón del territorio, la afeclación de los recursos naturales y

la calidad amb¡ental. At1ículo 577.- Las actividades capaces de degradar el

ambiente quedan sometidas al control del ejecutivo nac¡onal por órgano de las

autor¡dades competentes, s¡n menoscabo de aquellas materias competencias de

los municipios y de los servicios amb¡entales transferido a los estados, conforme a

la ley especial que rige la materia.

28. Se regula a partir del Aftículo 584 los órganos de guardería y policía admin¡strativa

ambiental. Anículo 584.- En la materia amb¡ental, el poder de policía, facúltad que

tiene el Estado de lim¡tar los derechos individuales a fin de mantener el orden

público en las materlas de su incumbencia, será ejercida por los órganos de

policía ambiental. Artículo 585.- La policÍa ambiental dividirá su ámbito de acc¡ón

en dos (2) áreas: la pol¡cÍa admin¡strativa ambiental y la policía penal ambiental.

De la guardería ambiental. Artículo 587.- La guardería amb¡ental comprende la

vig¡lancia, examen y f¡scal¡zación de las actividades que directa o indirectamente

puedan incidir sobre el amb¡ente y velar por el cumpl¡miento de las disposiciones

relativas a la conservación, defensa, mejoramiento y recuperación ambiental.

Artículo 588.- El ente rector en materia de guardería ambiental será el Min¡ster¡o

del ambiente y de los recursos naturales, en tal sentido, en coord¡nación con todos

los entes con competencia en esta función, planificará, organizará, ejecutará y

evaluará las actividades de guardería ambiental en el territor¡o nacional.
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29. De la policía adm¡nistrativa amb¡ental. Adículo 606.- La act¡v¡dad de policía

administrativa ambiental está representada fundamentalmente por las funciones

reglamentarias y las de control. Mediante la función de reglamentac¡ón la

Administración ejerce la potestad de dictar las órdenes y normas de carácter

general en materia ambiental. La función de control faculta a la Administración a

dictar los actos administrativos autorizatorios para la afectación al ambiente y los

recursos naturales, ejerciendo así un control previo e imponer las sanciones y

medidas en caso de desacato a estos o a la normativa ambiental como control

posterior. Adículo 607.- El Ministerio del ambiente y de los recursos naturales

ejercerá la suprema autor¡dad de policía adm¡nistrativa ambiental eri todo el

territorio nacional.

30. Tamb¡én existe la normativa que regula las concesiones y su procedimiento.

cuenta con un marco normativo sobre las actividades petroleras. Anículo 667.- A

los fines de este código se definen: Exploración de h¡drocarburos: operaciones

relac¡onadas con la búsqueda y localización de yacim¡entos e hidrocarburos

mediante métodos geofísicos, eléctricos y petrofÍs¡cos. Producc¡ón e

hidrocarburos: operac¡ón de extracción de hidrocarburos del subsuelo por flujo

natural, circulación de gas, bombeo o métodos de recuperac¡ón secundaria, así

como su tratam¡ento en las estac¡ones de flujo y el almacenamiento del crudo en

patios e tanques del campo, incluyendo las tuberías secundarias. Artículo 668.-

petróleos de Venezuela deberá obtener antes del otorgam¡ento de conces¡ones y

contratos de exploración y explotación de hidrocarburos, la correspondiente

73



ffi
vaprobación para la conformidad de uso otorgada por el l\i]lnisterio del ambiente

de los recursos naturales, conforme a lo establec¡do en este código.

31. A partir delArtículo 746 se regula el acceso a los recursos genéticos. El acceso a

los recursos genéticos sólo podrá efectuarse previa evaluación de la propuesta

presentada por Ia parte ¡nteresada y celebrac¡ón de un contrato administrativo con

la república, por órgano del Ministerio del ambienie y de los recursos naturales. De

ser procedente el acceso a los recursos genéticos, en el contrato administrativo

deberán establecerse las condiciones técnicas y jurídicas conforme a las cuales se

desarrollará el proyecto propuesto por la parte interesada, bajo la supervisión del

l\4inisterio del ambiente y de tos recursos naturales. De igual forma, se inclu¡rán

cláusulas que garanticen a la república la información sobre los avances y los

resultados de la actividad, el conocimiento de la tecnología utilizada, la pos¡bilidad

de la integración directa en el proceso de func¡onarios o contrapaftes

seleccionadas por el lvlinisterio del ambiente y de los recursos naturales, la

participación en los benef¡cios que deriven del acceso a los recursos genéticos y

todos los demás aspectos que sean necesarios en favor de los intereses de la

repúbl¡ca.

32. De los relat¡vos a la cal¡dad amb¡ental. Artículo 756.- Las personas naturales o

jurídicas, públicas o pr¡vadas, que pretendan realizar actividades que puedan

generar efluentes ¡íqu¡dos, emis¡ones gaseosas o de partícu¡as o desechos

peligrosos, deben inscr¡birse en el registro de actividades capaces de degradar el

amb¡ente antes del ¡nicio de sus actividades. Dichas empresas deben presentar la
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anualmente, según sea el caso. Los desechos peligrosos serán objeto de

reglamentación especial.

33. De los estudios de ¡mpacto amb¡ental y de los planes de manejo. Artículo 769.- a

los efectos de este cód¡go se entiende por: estud¡o de ¡mpacto ambiental: estudio

integral or¡entado a predecir los efectos de las d¡ferentes opc¡ones de desarrollo

de una actividad sobre los componentes del ambiente y proponer las medidas

preventivas, mit¡gantes y correctivas. Estudio de impacto ambiental programático:

estudio orientado a predecir los efectos de mayor alcance sobre los componentes

del ambiente que se producirían con la ejecuc¡ón de planes y programas de

desarrollo. Suplemento de estudio de impacto amb¡ental: estudio or¡entado a

analizar los cambios en la actuac¡ón ¡nicialmente propuesta y proponer las

medidas preventivas, mitigantes y correct¡vas de los efectos no considerados

originalmente. Aud¡toría ambiental: evaluación sistemática para determinar si la

gestión amb¡ental de una empresa o industria es adecuada para controlar los

riesgos y para cumplir con la normativa ambiental. Auditor¡a de cumplim¡ento:

evaluación sistemát¡ca para verificar el cumpl¡miento de la normat¡va ambiental de

una empresa o industria. Reactivac¡ón: acondicionamiento y puesta en

funcionamiento de una instalación que ha estado ¡nactiva durante un período de

tiempo mayor o igual a un (1) año. Ampliación: aumento de la capacidad de

procesam¡ento de una instalación o actividad, mediante la construcción de nuevas

infraestructuras y ocupación de espacios adicionales. Reconversión: camb¡o de los

procesos utilizados en una instalación o actividad. Clausura: cese temporal o
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def¡n¡tivo de una actividad o de la operac¡ón de una ¡nstalación por orden de una

autoridad. C¡erre: cese temporal o def¡nitivo de una actividad o de la operación de

una ¡nstalac¡ón por cualquier motivo dist¡nto a la orden de una autor¡dad.

Desmantelam¡ento: operación de desmontaje de una instalación.

34. De los Consultores Ambientales. Ariículo 779.- Las personas naturales o jurídicas

que aspiren real¡zar labores de consultorÍa amb¡ental en materia de elaboración de

estudios de impacto ambiental y diseño e implementación de planes de

supervisión, deberán reg¡strarse ante el Ministerio del ambiente y de los recursos

naturales.

35. De las inspectorías y auditorías ambientales. Anículo 799.- Los promotores o

responsables de act¡vidades sujetas a presentación de estud¡o de impacto

ambiental deben presentar al l\,4¡nisterio del ambiente y de los recursos naturales el

"plan de supervisión amb¡ental" para la etapa de construcción del proyecto junto a

la solic¡tud de afectación de los recursos naturales. De las auditorías ambientales.

Artículo 804.- Las personas naturales o jurídicas responsables de establecimientos

o ¡nstalaciones que real¡cen actividades capaces de degradar el amb¡ente que se

encuentren en funcionam¡ento, deben presentar anualmente ante el l\,4¡nister¡o del

amb¡ente y de los recursos naturales, una auditoría ambiental que contemple los

s¡guientes procedim¡entos: 1.- Planificación presupuesto ambiental. 2-.

Cumplimiento de la normativa amb¡ental. 3.- Evaluación de riesgos ambientales.

4.- Prevención de la contaminac¡ón. 5.- l\ilantenim¡ento prevent¡vo. 6.- Formación

de personal. 7.- Segur¡dad en el trabajo. 8.- Controles y sistemas de gest¡ón.
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36. De las medidas reales en beneficio del ambiente. Anículo 811.- En materia

ambiental y a los efectos de este cód¡go, se entiende por medidas de carácter real

aquellas que se aplican d¡rectamente al ambiente y sus componentes y a los

objetos que los les¡onen o pongan en peligro, y se utilizarán preferentemente a las

medidas de carácter personal, cuya acción se dirige al autor de la agresión o a su

patr¡monio.

37. Tales medidas reales pueden ser conservatorias o reparadoras del amb¡ente.

Artículo 812.- A los efectos de este cód¡go, se entiende por medidas

conservatorias aquellas cuyo objetivo esencial es asegurar el cese de los daños y

molestias o el r¡esgo de que ellos se produzcan, eliminando o neutralizando las

causas de la agresión. Son medidas conservatorias: '1.-La clausura y el

desmantelamiento de instalaciones y establecjmientos. 2.- La interrupc¡ón de

actividades. 3.- La retención y destrucción de agentes contaminados o

contaminantes. Anículo 813.- La clausura de instalac¡ones o establecimientos

consiste en su cierre temporal o def¡nitivo, para ¡mpedir la ocurrenc¡a de un daño

potencial o la prolongación de uno ya existente. Deberá procederse a la clausura

def¡nitiva en aquellos casos en que la actividad es ¡legal o no es permitida en

determinados sitios, o se compruebe ¡ndudablemente que existe incapacidad de

hacer cesar los daños o el peligro de daño, o que los daños sean irreparables. En

estos casos, y a juicio de la autoridad, podrá, además dictam¡narse el

desmantelamiento de la instalación o establecim¡ento. Artículo 8'14.- La

interrupción de act¡vidades procede cuando la acción agresora del ambiente es
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derivada de act¡v¡dades realizadas a cielo ab¡erto, como deforestac¡ones, caza,

construcciones o explotaciones m¡neras.

38. Artículo 815.- La retención y destrucción de agentes contaminados o

contam¡nantes consiste en asegurar preventivamente las substancias. especies

vegetales o an¡males, productos y bienes en general sospechosos, para

posteriormente proceder a su destrucc¡ón, neutral¡zación o tratam¡ento, según lo

determ¡nen los estud¡os técnicos realizados, de manera de anular o detener sus

efectos destructores. Artículo 816.- A los efectos de este código, se entiende por

med¡das reparadoras aquellas cuyo objei¡vo esenc¡al es hacer desaparecer o al

menos atenuar las consecuencias nocivas de una agresión al ambiente. Son

medidas reparadoras: 1.- La restauración. 2.- La compensación. 3.- El

saneam¡ento y la reordenac¡ón.4.- La conformidad de sitios u obras ¡legales con

los actos adm¡n¡strativos. Adículo 817.- La medida de restaurac¡ón cons¡ste en

hacer desaparecer las secuelas de una agresión ambiental, restituyendo las

características originales al amb¡ente, una vez cesada la acción lesiva. Artículo

818.- La compensación está constituida por los trabajos hechos por el responsable

de una agresión perm¡tida, tolerable y de carácter permanente, en las cercanías

del lugar modificado o a modificar, con el objet¡vo de disminuir los efectos dañinos,

sustituyendo el bien ambiental destruido o inutilizable desde el punlo de vista del

ambiente, por otros que le sean equivalentes.

39. De los procedimientos sancionatorios. Adículo 831.- Quien tuv¡ere conocim¡ento

de que se ha cometido una contravención que afecta Ia conservación,
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aprovechamiento, fomento y manejo sustentable de los recursos naturales o el

ambiente, deberá denunciar el hecho ante las autoridades correspondientes.

40. A panir del Artículo 854 se regulan las infracciones y sanciones administrativas y

Adículo 936 se regulan los delitos amb¡entales y abarcan todos los aspectos arriba

mencionados que dañan el medio ambiente y estos supuestos al ¡nfring¡rse son

sancionados con prisión, multa y resarcimiento o reparación de los daños y

perjuic¡os.
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CAPíTULO IV

4, Las medidas socioambientales y la necesidad de que se establezcan como

reglas o abstenciones en el Artículo 25 Bis del Código Procesal Penal,

Decreto 51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, en el caso de los

delitos ambientales

La regulación de medidas desjudic¡alizadoras, como reglas o abstenciones relacionadas

con delitos amb¡entales, a través de una reforma al Anículo 25 Bis del Código Procesal

Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala proporcionaría una

forma de conciliación y la med¡ación, que se fundamenta básicamente en resolver

confl¡ctos de manera ráp¡da, sencilla, oral y públ¡camente fuera de la actividad judicial.

4.1 Presentación del trabajo de campo

Tal y como se ha venido desarrollando en el presente trabajo, se debe tomar en

cons¡deración que los problemas amb¡entales se han generado a padir de la falta de

concienc¡a del ser humano de que existen recursos renovables y no renovables y que

depende de ello la utilización y aprovechamiento que se haga en forma medida y no

desmedida como ha sucedido, y esto no solo se relaciona con el individuo en sí, sino

también con las sociedades y las autoridades de los diversos estados del mundo.

Así también conv¡ene señalar que la preocupación se ha acrecentado en los últimos

años pues son evidentes los cambios climát¡cos y las contaminaciones que han sufrido

los seres humanos que ha trascendido al ámb¡to económico social e incluso cultural.

Por ello, se ha pensado en la creación de un derecho penal ambiental, y en ese caso, la
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creación de delitos y faltas relacionados con el medio amb¡ente, con el fin fundamental

de frenar los abusos y arb¡trariedades que se cometen en una protecc¡ón juríd¡ca

preferente a través del ejercicio del derecho penal por pade del Estado.

A la par de lo anterior, entonces, conviene ajustar a estas realidades las normas del

Código Procesal Penal, en el sentido de incluir como medidas o reglas de abstención

para la aplicac¡ón de criterios desjudic¡al¡zadores, como el criterio de oportunidad tal y

como se propone en el presente trabajo de investigación.

En base a lo anterior, se real¡zó un trabajo de campo que consistió en preguntas

dirig¡das a la población en general, respecto a la problemática que se plantea en este

trabajo, por lo que a continuación se presentan los resultados del trabajo de campo

desarrollado.

Pregunta número 1:

¿Considera que la población está informada acerca de los problemas ambienlales

que existen? (Ver anexo).

De acuerdo a las respuestas obtenidas, es evidente de que la población entrevistada

está de acuerdo en que el hecho de que en una población haya más desarrollo implica

que conozcan de los problemas ambientales que se generan con sus actos o conductas

y también derivado de las conduclas de los demás, así también de las prohibiciones y

del conocimiento que tenga el Estado a través de la ¡mposic¡ón de normas penales,
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como una forma de protecc¡ón penal acerca de los problemas que generan lo" riaroa &'t'/

seres humanos contra el ambiente, como sucede en el caso de las infracciones tanto

administrativas como penales en mater¡a ambiental.

Pregunta número 2:

¿Sufre usted y su fam¡l¡a de la contaminac¡ón ambiental y demás problemas del

ambiente actualmente? (Ver anexo).

De conformidad con los resultados de la pregunta anterior, resulta clarq para la

investigadora que las personas entrev¡stadas t¡enen problemas en su entorno soc¡al y

ambiental generados prec¡samente de la contaminación, c¡tando como por ejemplo, Ios

contaminantes que se expiden de los vehículos y los medios de transpofte, la basura,

los desechos hosp¡talarios, Ios basureros clandest¡nos, el poco ¡nterés para el

tratamiento de la basura, el relleno sanitario y los contaminantes d¡arios que generan

que perjudican no solo a los pobladores de las cercanías, sino en general a los

ciudadanos, y que generalmente estas conductas no son sancionadas.

Pregunta número 3:

¿Cree usted que el control, prevención y sanción de los problemas amb¡entales

debe ser una responsabilidad del Estado? (Ver anexo).

En base a la respuesta anterior, la mayoría de los entrevistados manifestaron que es

responsabilidad del Estado br¡ndar medidas de prevención, sanc¡ón y control en el



pues la mayoría de los entrevistados, desconocen las leyes que regulan estos aspectos

y que atribuciones o bien obligaciones tiene el Estado en forma específica y los

particulares, así como las entidades del Estado que fueron creadas para ese efecto.

Pregunta número 4:

¿Cons¡dera que es adecuado que se establezcan las figuras delict¡vas en el tema

ambiental? (Veranexo).

De conformidad con la respuesta a la pregunta anterior, el total de los entrev¡stados

manifestaron que se debe regular los delitos amb¡entales precisamente para que s¡rvan

de prevención o de sanción a aquellas personas que infringen estas normas porque la

protección del amb¡ente debe ser una responsabilidad no solo del Estado sino de todos,

en v¡rtud de que la afectación que produce es a la colect¡v¡dad.

Pregunta número 5:

¿Sabe usted cuales son los delitos ambientales? (Ver anexo).

La pregunta anterior, del total de entrev¡stados todos indicaron que no conocen de los

delitos ambientales, aunque t¡enen la idea de que toda persona debe ser cuando está

produciendo un daño al ambiente, una contaminación y que esas circunstancias, el

Estado debe observar para regularlas como delito.
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Pregunta número 6:

¿Cree usted que el Estado a través del Organ¡smo Judic¡al sanc¡ona eficazmente

a los que infr¡ngen las normas penales en materia del medio ambiente? (Ver

anexo).

Los entrevistados manifestaron que efectivamente se han podido dar cuenta de que no

existe una sanc¡ón efectiva en el caso de los delitos ambientales, puesto que estos no

se juzgan, a partir del momento de que no se cuenta con juzgados de medio amb¡ente

especializados, y no han ten¡do conocim¡ento de penas graves por delitos graves en

materia ambiental que se hayan impuesto a los ¡nfractores, ind¡viduales y mucho menos

personas jurÍd¡cas.

Pregunta número 7:

¿Cree usted que es frecuente que el Minister¡o Público que es el ente encargado

de la persecuc¡ón penal de los del¡tos, sol¡c¡te a los iueces la aplicac¡ón de

med¡das des¡udicializadoras? (Ver anexo).

El total de entrevistados manifestaron que efectivamente no existe una just¡cia

ambiental, porque generalmente los delitos ambientales son resueltos a través de la

aplicación de medidas desjudic¡al¡zadoras, como el caso el criterio de opodun¡dad, sin

que se puedan imponer medidas, reglas o abstenc¡ones que se refieran al daño

producido como una forma de resarcimiento.
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Pregunta número 8:

¿Considera que debe existir una protección penal para esta clase de situac¡ones,

y que se deben imponer reglas o abstenciones cuando se otorgue una medida

desludicializadoras por parte de los iueces? (Ver anexo).

El total de entrev¡stados man¡festaron que si debería ex¡stir una protección penal contra

los del¡tos amb¡entales.

Pregunta número 9:

¿Conoce usted de alguna medida socioamb¡ental que se impongan en la

resolución jud¡cial de los procesos derivados de la comisión de delitos

ambientales? (Ver anexo).

El total de entrevistados manifestaron desconocer si existen med¡das socioambientales

que se ¡mpongan en la resoluc¡ón judic¡al de los procesos relacionados con delitos

ambientales.

Pregunta número I0:

¿Considera que se debe regular en el Código Procesal Penal como reglas o

abstenc¡ones determinadas normas relac¡onadas a contribuir a resarcir el daño

medio ambiental producido por el del¡to? (Ver anexo).
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De conformidad con las últimas tres preguntas así como en general, el análisis que se

ha venido haciendo acerca de la problemática que representa los daños ambientales

que se producen cuando se cometen delitos y estos son resueltos a través de medidas

desjud¡cializadoras como el criterio de oportunidad, se puede establecer lo s¡guiente:

a) Se debe tomar como parámetro el hecho de que todas las personas

gozan del derecho a un ambiente sano. Si bien todos gozamos de "este ambiente

sano", no queda claro específicamente, quien se encuentra leg¡timado para

accionar en el ámbito de la justicia penal; si uno o todos los damn¡ficados, y/o

asociaciones que los representen, y/o el lvlin¡sterio Público, y/o el Procurador de

los Derechos Humanos.

b) Así también, se considera que el l\¡¡nisterio Público como integrante del actual y

vigente sistema penal, y representante de la soc¡edad, le correspondería en este

orden, el control en la apl¡cac¡ón de las líneas fundamentales de la política cr¡minal

que trace el Estado al respecto, teniendo la independencia necesaria para lograr

una actuac¡ón ¡mparcial, velando sobre lodo por la protecc¡ón de estos derechos

difusos; es ev¡dente que se encuentra debidamente autorizado de legitimac¡ón

activa para la defensa de estos derechos.

c) El derecho penal del med¡o ambiente mantiene una estrecha relación con el

derecho adm¡nistrativo y en la práctica es ¡nevitable, y a la vez doctr¡nariamente
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indiscut¡ble; porque el entorno natural, su utilización, su mantenimiento, y su

protección están ampliamente regu¡ados por el derecho admin¡strat¡vo, que no

solo es el ordenamiento legal que refleja la política amb¡ental del Estado, sus

fines. Sino que además, está nutrido de conceptos, datos, medios técn¡cos, y

per¡tos. propios del avance de la técnica.

d) La naturaleza del daño, su calidad, es diferente a la lesión que pueda provocar un

robo, un hurto o cualqu¡er delito contravenc¡onal. Se está hablando aquí de un

daño inconmensurable, difícil de medir, de encerrar en un circuito. Es así que la

comisión de un hecho que causa un daño grave y que sea objeto del derecho

penal amb¡ental, es el conocido daño ecológico, que puede def¡nirse como la

depauperación del med¡o ambiente a los ecosistemas, es decir, toda lesión o

menoscabo del derecho ¡ndividual o colectivo a la conservación de las condiciones

de vida o la naturaleza. Esta degradación del medio ambiente es un hecho soc¡al,

porque es la consecuencia med¡ata o inmediata de la intervenc¡ón del hombre en

la administración de los recursos naturales, y que afecta intereses difusos o

colectivos.

e) Se considera que es insoslayable el control de los propios destinatarios de las

conductas lesivas; la población debe tener ¡ntervención a través de las

organizaciones idóneas que no sólo participen de los programas de defensas del

medio ambiente, s¡no también del control jurisdiccional mediante un protagonismo
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legitimado en los procesos judiciales en iguales condiciones que el Min¡sterio

Público o los defensores.

S¡ b¡en es positivo que se desjudicialice los procesos cuando los del¡tos no sean

de impacto social, tamb¡én lo es que los del¡tos contra el ambiente no pueden ser

considerados como de poco impacto social, sino al contrario, y por ello, a pesar de

que puede establecerse el procedimiento y autor¡zarse para el otorgamiento de

medidas desjudicializadoras que solicite el l\ilinister¡o Público al juez contralor, se

debe autorizar pero ver¡ficando que el imputado haya resarcido el daño y se le

apliquen medidas, reglas o abstenciones relacionadas con el problema ambiental.

4.2 El daño ocasionado al med¡o amb¡ente en la comisión de los delitos

amb¡entales y el impacto de la aplicación del criterio de oportunidad

La comisión de del¡tos ambientales conlleva la obl¡gac¡ón de reparar los daños y

perjuicios provocados por el responsable, siendo el Estado el encargado de velar por la

rest¡tución, la reparación del daño y la indemnización de perju¡cios morales y

materiales, por lo que la regulac¡ón de las medidas desjudicializadoras permitiría

considerar el ¡mpacto producido o el daño que ha ocasionado a la sociedad, evaluando

si es de gravedad en base a la trascendencia mater¡al en la realidad concreta.
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4.2.1 La rcpatacián a la soc¡edad guatemalteca

Como se ha ven¡do desarrollando, ex¡ste un deterioro del ambiente, que amerita la

adopción de med¡das admin¡strativas y penales o de cualquier oiro t¡po para

contrarreslar esta problemática. Desde la ópt¡ca del derecho penal, por ejemplo, la

regulac¡ón de las conductas lesivas a este bien jurídico tutelado y la sanción ejemplar

para que la norma cumpla los fines que son de prevención o de sanción.

Se ha hecho notodo en la soc¡edad y una responsabilidad del Estado, respecto a que

cada día, diversos sectores de la sociedad reclaman con mayor intensidad, uña acción

más efectiva de las autoridades para lograr la conservación de los equilibrios

ecológ¡cos, y avanzar hacia un desarrollo sustentable. La respuesta gubernamental

comprende una amplia gama de acc¡ones, que pañe de los muy importantes programas

de prevenc¡ón, a la instrumentación de polít¡cas or¡entadas a preseryar el entorno

amb¡ental y cuando ello no sucede se aplican las sanciones admin¡strativas

correspondientes para finalmente, si es el caso, ejercitar la acción penal.

Por otra parte, cualquiera de los daños al medio amb¡ente puede dar lugar a

consecuencias jurídicas d¡versas: puede generar una responsabilidad de tipo penal, por

constituir un ¡líc¡to penal. Ei Código Penal, Decreto 17-73 del Congreso de la República

de Guatemala prevé conforme el Artículo 112 que el responsable penalmente de un

ilícito penal, también lo es c¡v¡lmente.
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Lo anterior implica el hecho de la obligación a reparar, en los términos prev¡stos, en las

leyes, los daños y perjuicios por él causados, responsabil¡dad que comprende: la

restitución, la reparación del daño y la indemn¡zación de perju¡cios morales y

materiales. También puede, caso muy poco probable, que los daños no sean

constitutivos de delito ni de ¡nfracción adm¡nistrativa, y entonces habrÍa que acudir a un

sistema de responsabilidad extracontractual, que supone el deber jurídico de reparar o

indemnizar generado por Ia acusación de un daño sin que concurra relac¡ón jurídica

previa entre el autor del daño y Ia víctima.

Estos aspectos debieran estudiarse por el leg¡slativo y regular estos aspectos que no se

profund¡zan por no ser parte del enfoque que se le pretende dar a la presente

investigación.

En el caso de los daños amb¡entales la Constitución Política de la República de

Guatemala contiene un claro mandato dirigido al Estado y a las entidades centralizadas

y descentralizadas y es el hecho de que se debe defender, proteger, restaurar el medio

ambiente, lo cual implica que se establezca un sistema que perm¡ta hacer efectiva la

obl¡gación de reparación del daño causado para todo el que atente contra la util¡zación

irracional de los recursos naturales.

El medio ambiente no se configura entonces como un derecho subjetivo, sino como un

principio rector del ordenamiento, principio que t¡ene por final¡dad la defensa de un bien

o interés colectivo-
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Ciertamente, no puede desconocerse que el llamado "daño al medio ambiente",

probablemente, constituye el banco de pruebas más comprometido para los postulados

clás¡cos de la responsabilidad c¡vil. Desafortunadamente, en nuestro país, no se

dispone aún de una legislación que regule la responsabilidad civil por daños al medio

ambiente.

4.3 Bases para una propuesta de reforma del Artículo 25 Bis del Cód¡go

Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la República de Guatemala

Durante la fase ¡ntermedia, la labor del juez se debe enfocar en conocer Ias solic¡tudes

que formula el Minister¡o Públ¡co. Entre ellas, la solicitud de apertura a juicio, la solicitud

de sobreseimiento y desestimación y solicitud de medida cautelar en caso de que no se

haya solic¡tado duranle la etapa preparatoria.

lnmed¡atamente luego de que el juez recibe el expediente del Min¡sterio Públ¡co, debe

señalar hora y fecha para la aud¡encia prel¡minar, conced¡éndole un plazo de c¡nco días

a las partes para que presenten las excepciones o presenten solicitudes de salidas

alternas al proceso. Por su parte el fiscal podrá ordenar como actos de investigación y

sin necesidad de solicitar medida cautelar: a) gestionar orden de allanamiento cuando

se requiera, b) coordinar con el Ministerio de Seguridad la v¡gilancia del s¡tio en caso de

potencial alteración del mismo por terceros, después de la 5 de la tarde y hasta las 6 de

la mañana, fines de semana y feriados.
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Es factible que se acceda por pade de los jueces a otorgar el criterio de oportun¡dad o

cualquier otra medida desjudicializadora cuando se trata de los delitos amb¡entales ya

que las penas generalmente son relativamente bajas. Es por esto que resulta

importante para el juez darle prior¡dad a estos exped¡entes, o a las causas por delitos

ambientales a efectos de señalar las audiencias preliminares tan pronto como el

expediente arriba a su despacho, a fin de descongestionar el despacho judicial.

A su vez, Ia etapa intermedia resulta crít¡ca para consolidar la acción civil resarcitor¡a,

pues este es el último momento procesal con que cuenta el actor civ¡l para concretar

sus pretens¡ones.

El criterio de oponunidad tal como se analizó arriba se encuentra establecido en el

Código Procesal Penal, y regula las reglas o abstenciones en caso de insolvencia del

procesado que ha sido benef¡ciado con ello, dentro de las cuales como se dijo arr¡ba, no

se encuentran medida socioambientales que tiendan a reparar el daño causado con

mayor ef¡cacia y sancionando efectivamente al imputado, por lo que se propone que se

establezca dentro de esta normativa, como mínimo tomando en cuenta los siguientes

fundamentos:

'1. De las reglas y abstenciones en materia ambiental, se deben aplicar las siguientes

medidas socioambientales: a) El juez o tribunal correspondiente podrán adoptar,

de of¡c¡o o a solicitud de pade o del órgano denunciante, en cualquier estado del

proceso, las medidas socioamb¡entales que fuesen necesarias para que se logre

una reparac¡ón a la sociedad del daño causado o ev¡tar las consecuenc¡as
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degradantes del hecho que se ha investigado o asegurar el restablecim¡ento del

orden.

2. Tales medidas podrán consistir en: 1.- Obl¡gación de recibir capacitación en

materia amb¡ental, que tenga relación con el ilíc¡to penal cometido, por el término

de un año; 2. Obligación de realizar trabajo social de beneficencia en una

instituc¡ón que se ded¡que atender los problemas ambientales; 3. Prohib¡ción de

cont¡nuar el trabajo, tarea que estaba realizando en las instalac¡ones o

establecimientos hasta tanto se corrija o elim¡ne la causa de la alterac¡ón o se

obtengan las autorizaciones correspond¡entes por las autoridades adm¡nistrativas

en materia ambiental. 4. La ejecución de trabajos a fin de eliminar o impedir el

resurgimiento de daños al ambiente, por parte del ¡nfractor, o de oficio, a costa del

responsable de los riesgos o daños.5. La ocupac¡ón o el¡m¡nación de obstáculos,

aparatos, objetos o elementos cualesquiera que alteren el aspecto o el

aprovechamiento rac¡onal de los recursos naturales, med¡o marino o zonas de

acuerdo a las leyes especiales en materia ambiental. 6. Cualquier otra medida

tendiente a conjurar un pel¡gro o evitar la continuac¡ón de actos perjudiciales al

ambiente.
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CONCLUSIONES

'1. Los problemas ambientales y de contaminación son generados regularmente por

el hombre, derivado del desarrollo y la implementac¡ón de tecnologías.

2. El derecho ambiental constituye un conjunto de normas juríd¡cas, su¡ generis que

se encuentran reguladas por leyes dispersas y variadas, que hacen difícil el

conocim¡ento adecuado de los ciudadanos sobre las m¡smas, aunado a la falta

medidas socioambientales, que puedan referirse a la prevención reducción,

mitigación, restauración o compensación de los daños ocasionados derivados del

delito o en congruencia con los mismos.

3. Los delitos ambientales por la sanción penal que se ¡mpone, son considerados

comúnmente como delitos de poco impacto sociat, siendo erróneo y a través de

ello, es factible que se v¡abil¡ce Ia aplicación de med¡das desjudicializadoras como

el criterio de oportunidad.

4. Dentro de las reglas o abstenciones que se regulan como requisito para el

otorgamiento del cr¡terio de oportunidad en caso de insolvencia de¡ procesado, no

se establecen medidas socioambientales, en el caso de los delitos ambientales, Io

cual constituye un perjuicio para la sociedad guatemalteca.
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RECOMENDACIONES

'1. El Estado de Guatemala t¡ene la obligación legal de proteger el medio amb¡ente y

a través de ello, proteger la vida de los habitantes, es por eso, que debe ser

prioritaria su atención a través de la adopción de políticas de Estado.

2, En la legislación guatemalteca no se encuentra ampliamente desarrollado el

derecho penal ambiental, por lo que es recomendable que los legisladores a

través de las comisiones respectivas, se interesen en el tema del deter¡oro del

ambiente, para la conformac¡ón de marcos normativos acordes a la realidad.

3. El lvlin¡sterio Público como encargado de la persecución penal y representante de

la sociedad, tiene Ia obl¡gación de que cuando se trate de delitos ambientales,

debe considerar el impacto que ha producido o el daño que ha ocasionado a la

sociedad y considerarlos de gravedad, no guiándose por el monto de la prisión

sino por la trascendencia material en la realidad concreta.

4. El Congreso de la República de Guatemala que tiene la potestad de crear, emitir y

formular normas, así como reformarlas o derogalas, en estr¡cto apego a las reglas

constitucionales, debe considerar la necesidad de reformar el Anículo 25 Bis del

Código Procesal Penal, Decreto número 51-92 del Congreso de la República de

Guatemala, con el propós¡to de establecer reglas o abstenc¡ones relacionadas con

los delitos ambientales, tal y como se propone en el presente trabajo de

investigación.
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ANEXO I

En el mes de agosto de 201 1, se realizó una investigación de campo, con preguntas dirigidas a
la población en general, respecto a la problemática que se plantea en este trabajo.

CANTIDAD DE
PEPSONAS

SI NO

¿Considera que la población está informada acerca de los

eroblemas arnbientales que existen?
15 0 15

2 isufre usted y su familia de la contaminación ambiental y demás

)roblemas del ambiente actualmente?
15 0 15

3 ¿Cree usteq que el control, prevención y sanción de los problemas

ambientales debe ser una responsabilidad del Estado?
15 0

4 ¿Considera que es adecuado que se establezcan las figuras
delictivas en eltema ambiental?

15 0 15

5 ¿Sabe usted cuales son los delitos ambientales? 0 15 15

6
¿Cree usted que el Estado a través de

sanciona eficazmente a los que infringen las
materia del medio ambiente?

Organismo Judicia
normas penales er 0 15 15

7
¿Cree usted que es frecuente que el Ministerio Publico que es e
ente encargado de la persecución penal de los de itos, solicite a los

iueces Ia apl¡cación de medidas desjudicializadoras?
15 0

¿Considera que debe existir una protección penal para esta clas€

de situaciones, y que se deben imponer reglas o abstenciones
cuando se otorgue una medida desjudicializadoras por parte de lor
iueces?

15 0 15

I
¿Conoce usled de alguna medida socioambiental que se impongar
en la resolución judicial de los procesos derivados de la comisiór
de delitos arnbientales?

0 15

'10

¿Considera que se debe regular en ei Código Procesal Penal cor¡c
reglas o abstenciones determinadas normas relacionadas ¿

contribuir a resarcir el daño medio ambiental producido por e

delito?

15 0 15
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